
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 26 3 15732 GERMAN MORA BLANCO 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
30-11-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

2 26 3 17872 
JOHN ALEXANDER - MOYA 

ESTUPIÑAN 
VIOLENECIA INTRAFAMILIAR 06-12-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

3 26 3 6108 LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ 
ACTOS SEXUALES CON MENOS DE 

CATORCE  AÑOS AGRAVADO 
19-02-24 NIEGA SOLICITUD DE LIBERTAD 

4 26 3 40569 
BRAYAN GIOVANNY CALDERON 

MORENO 
HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 20-02-24 RECONOCE REDENCION -NIEGA BENENFICIO DE DOMICILIARIA 

5 26 3 21740 
JHORMAN ALEXANDER ARDILA 

RAMIREZ 
HURTO CALIFICADO Y AGARVADO 06-12-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

6 26 3 21725 CRUZ CARMELO PALACIOS 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES  AGRAVADO 
06-12-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

7 26 3 16876 OMAR ALEXIS NIÑO AVILA 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
06-12-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

8 26 3 21929 SAMUEL ANDRES MIRA ALZATE REBELION 06-12-23 DECLARA LA  EXTINCION DE LA PENA PRINCIPAL  Y DE  LA PENA ACCESORIA 

9 26 4 32258 DENNIS JOSE AREVALO LOREO HOMICIDIO Y OTRO 12-02-24 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

10 26 4 3273 LUZ EUCARIS DURAN LONDOÑO 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE 

ESTUPEFACIENTES 
12-02-24 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

11 26 4 5888 OCTAVIO FLOREZ GUERRERO 
FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADTIVA 

DE POLICIA 
14-02-24 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

12 26 4 5270 ALFONSO LEAL SERRANO VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 14-02-24 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

13 26 4 39048 WILMER FABIAN PEREZ MONTERO HURTO CALIFICADO AGRAVADO 13-02-24 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

14 26 7 30641 JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ HOMICIDIO Y OTRO 20-02-24 
REDIME PENA 1 MES 21,5 DIAS DE PRISION - CONCEDE LIBERTAD 

CONDICIONAL 

15 26 5 32479 LUIS EDUARDO TOLOZA ORTIZ 
ACCESO CARNAL VIOLENTO AGRAVADO Y 

OTROS 
13-12-23 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

16 26 5 32495 GIOVANY ACERO ALBARRACÍN HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 15-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

17 26 5 21156 ORLANDO CELIS ALDANA PREVARICATO POR ACCIÓN Y OTROS 08-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

18 26 5 39877 
NICOLAS SAMIR DOMINGUEZ 

MEDRANO 
HURTO CALIFICADO 15-02-24 CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 

19 26 5 23658 JOSELIN SALAZAR VERA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 20-02-24 
NO REPONE AUTO 26/12/23, NO CONCEDE RECURSO APELACIÓN, REDIME 

PENA Y CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 



20 26 5 12994 GERMAN BERMUDEZ GUILLIN 
ACTO SEXUAL CON MENOR DE CATORCE 

AÑOS AGRAVADO 
15-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

21 26 5 32897 JESÚS DAVID MACIAS GUERRERO 
FABRICACIÓN, TRÁFICO O PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO 
12-02-24 CESÁR EL TRÁMITE ART. 477 C.P.P. 

22 26 5 18895 RUBEN DARIO SOTO SÁNCHEZ CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS 20-02-24 CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 

23 26 7 4011 CESAR DE LA CRUZ RODRIGUEZ  HOMICIDIO SIMPLE  13-02-24 REDENCION DE PENA - NIEGA L.C.  

24 26 2 15054 DARIO ALEXANDER OLAYA CORREA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 02-02-24 REDIME PENA 

25 26 2 12659 CARLOS ILICH DIAZ RAMIREZ 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO 
07-12-23 NIEGA REDOSIFICACION DE LA PENA 

26 26 2 22296 JULIO CESAR PEÑA FLOREZ 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO 
18-01-24 REDENCION PENA 

27 26 2 32493 LUZ DIVA SANABRIA RODRIGUEZ SECUESTRO SIMPLE ATENUADO Y OTROS 06-02-24 REDENCION PENA 

28 26 7 20319 CARLOS ANDRES FUENTES RAMIREZ  PORTE DE ESTUPEFACIENTES  20-02-24 REDENCION DE PENA  

29 26 7 20319 JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN  PORTE  DE ESTUPEFACIENTES  20-02-24 NIEGA PRISION DOMICILIARIA - NIEGA L.C.  

30 26 7 
NI. 

37853 
GERSON DIOMEDES MENDEZ RINCON PORTE  DE ESTUPEFACIENTES  20-02-24 LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  

31 26 7 37211 LEONARDO SUAREZ GELVEZ HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA  20-02-24 REENCION DE PENA - NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

32 26 7 40153 HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ hurto calificado y agravado 20-02-24 REDENCION - NIEGA L.C.  

33 26 7 20085 EIFER RESTREPO DURAN  HOMICIDIO AGRAVADO  13-02-24 REDENCION DE PENA - NIEGA L.C.  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga,  siete (7) de dic iembre de dos mil veint i trés (2023) 

  

 
ASUNTO REDOSIFICACION DE PENA – NIEGA 

R ADIC ADO NI  12659 (CUI  680016000159201801898)  EXPEDIENTE  FISICO 1 

ELECTRONICO   

SENTENCI ADO 
( A)  

CARLOS IL ICH DÍAZ RAMÍREZ  CEDUL A 1 098 620 987  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  Segur idad Púb l ica -
Pat r imonio  Económico  

LEY906/2004  X  LEY 
600/2000  

 LEY 1826/2017   

 

 

 

  ASUNTO 

 

Procede el Despacho a resolver la petic ión de redosif icación 

propuesta por el Sr. CARLOS ILICH DÍAZ RAMÍREZ, identi f icado con la 

cédula de ciudadanía número 1 098 620 987, quien se encuentra privado 

de la l ibertad en el C.P.A.M.S. de Girón, condenado a la pena  de 111 

meses de prisión e Interdicción de Derechos y Funciones Públ icas por el 

mismo término de la pena pr incipal al igual que la prohibición para el porte 

o la tenencia de armas de fuego por el mismo término,  como autor 

responsable de los del itos  de FABRICACIÓN Y TRÁFICO, PORTE O 

TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O 

MUNICIONES AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON HURTO 

CALIFICADO Y AGRAVADO.  

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante sentencia del 18 de julio de 2018, el Juzgado Quinto Penal 

del Circuito con Funciones de Conocimiento de Bucaramanga, condenó a 

CARLOS ILICH DÍAZ RAMÍREZ, a la pena de  111 meses de pris ión, e 

Interdicción de Derechos y Funciones Públ icas por el mismo término de la 

pena principal ,  al igual que la prohibic ión para el porte o la tenencia de 

armas de fuego por el mismo término ,  como autor responsable de los 

del itos de FABRICACIÓN Y TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS 
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DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O MUNICIONES AGRAVADO, EN 

CONCURSO HETEROGÉNEO CON HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO .  

Se le negaron la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la 

pris ión domici l iar ia.   

 

PETICIÓN 

 

 

El sentenciado, mediante memorial vis ible al folio 1 59-1611,  sol ic ita 

la redosif icación de la pena en apl icación de la sentencia C - 014 de 2023. 

  

Funda su sol icitud en la apl icación del pr incipio de dignidad Humana,  

por lo que considera que es posible dar le aplicación al descuento punit ivo 

progresivo de  17.9%, equivalente a la rebaja que se le hizo a todos los 

privados de la l ibertad en Colombia, conforme a la sentencia C -014 de 

2023, ya que sus condenas fueron mayores de 50 años de cárcel.   

 

CONSIDERACIONES 

 

De la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito 

con Funciones de conocimiento de Bucaramanga , se deduce que al 

just ic iable  Car los I l ich Díaz Ramírez, le fue tasada la pena de pris ión por 

los del itos FABRICACIÓN Y TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS 

DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O MUNICIONES AGRAVADO, EN 

CONCURSO HETEROGÉNEO CON HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO , en 

111 meses  de prisión, e inhabi l i tación en el  ejercic io de derechos y 

funciones públ icas por el  mismo término de la pena pr incipal  al igual que 

la prohibición para el porte o la tenencia de armas de fuego . 

 

El Sr. Díaz Ramírez ref iere la apl icación de la sentencia de 

constitucional idad C-014 de 2023, porque considera que al declararse 

inexequible la expresión “sesenta (60) años ”,  contenida en el art ículo 5 de 

la Ley 2197 de 2022,  que modif icó el artículo 37 de la Ley 599 de 2000 , 

debe aplicársele una rebaja progresiva a su pena en 17.9%, para quienes 

se les aplicó una pena superior a cincuenta años.  

 

                                                           
1 Rec ib i do en e l  Juzgado e l  7   de d ic iembre  de 2023.  
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En principio debe indicarse que la petición del sentenciado,   

sobrepasa los l ímites de las funciones que corresponden a los Juzgados 

de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad, que aprehenden el 

conocimiento cuando las sentencias condenatorias se encuentran 

debidamente ejecutoriadas, momentos en los cuales se tornan inmutables, 

salvo que se presenten los eventos consagrados en los numerales 7 y 9 

del art ículo 38  de la ley 906 de 2004 y numeral 7 de la ley 600 de 2000, 

es decir por el advenimiento de una ley poster ior que dé lugar a la 

reducción, modif icación, sustitución, ext inción de la acción penal o 

inef icacia del fallo condenator io. Así lo indica la jur isprudencia:  

“ la  apl icac ión del  pr inc ip io de favorabi l idad  es  de competenc ia de l  
Juez de Ejecuc ión de Penas,  quien procederá a el lo “cuando debido a una ley 
poster ior  hubiere lugar a reducción,  modi f icac ión,  sust i tuc ión o ext inc ión de la 
acc ión penal”.  Para la e jecuc ión de las sentenc ias e l  Estado cre o la 
inst i tuc ión de los  Jueces de Ejecuc ión de Penas,  a los cuales se les as igna 
entre sus func iones la de dar le apl icac ión al  pr inc ip io de favorabi l idad cuando 
la legis lac ión penal  se modi f ica con poster ior idad a l profer imiento del  fa l lo,  
así como también se les otorga la atr ibución de resolver sobre a lgunos 
benef ic ios a los cuales podrían tener derecho los  condenados en re lac ión con 
la pena que les fue impuesta en la sentencia respect iva, todo conforme a los  
presupuestos señalados en la ley” 2.  

 

Se conoce que la sentencia fue proferida el 18 de jul io de 2018-  

y que respecto de la conductas del FABRICACIÓN Y TRÁFICO, PORTE 

O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O 

MUNICIONES AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON 

HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO, no se ha promulgado una 

legislación que le favorezca al sentenciado en punto de la tasación  

punit iva, razón por la cual  como no se avisora ningún evento favorable 

en materia de legislación y por tanto, no es posible que haya aplicación 

del pr incipio se favorabi l idad. 

 

Pretende el Sr. Díaz Ramírez, la apl icación de la decisión C -  014 de 

20233,  porque fue condenado a la pena de 111 meses  de prisión;   al  

respecto vale la pena rememorar que en la providencia en mención el 

problema jur ídico giró en torno a que la Co rte Constitucional estableciera:  

Si 

¿se vulneran el pr incipio de dignidad humana y la prohibic ión de la 
imposición de penas, crueles inhumanas o degradantes al preverse que la 
pena de pr is ión de los t ipos penales tendrá una duración máxima de 
sesenta (60) años? 

 

                                                           
2Corte  Cons t i tuc iona l .  T -001 de 2004  
3Corte  Cons t i tuc iona l  M.P.  Pao la  Andrea Meneses  Mosquera.  
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 Concretando en el control de const itucional idad que la norma 

demandada – 5 de la Ley 2197 de 2022,  que modif icó  el artículo 37 de la 

Ley 599 de 2000, era inexequible ya que:  

“…La Sala Plena observa que la inic iat iva legis lat iva perseguía un f in 
const i tuc ionalmente impor tante. En efecto, tuvo como just i f icac ión:  ( i)  
implementar una pol í t ica de prevenc ión general,  a tendiendo el  a lto índice de 
comis ión de del i tos y la tasa de re inc idenc ia; ( i i )  mater ia l izar e l f in  de retr ibuc ión 
justa de la pena para casos graves,  y ( i i i )  corregir  la  incoherenc ia ex is tente en e l 
Código Penal a l establecer para a lgunos del i tos una pena máxima de sesenta 
(60) años,  cuando el  máximo de la pena,  antes de la modi f icac ión sub examine, 
era de c incuenta (50) años.  

 
 No obstante,  no se adv ier te que,  a part ir  de los  e lementos tomados en 
cons iderac ión por e l  Legis lador , la  in ic iat iva sea efect ivamente conducente para 
cumpl ir  con las refer idas f inal idades. La Sala encuentra que para e l aumento del  
máximo de la pena e l Legis lador no valoró e lementos empír icos que d ieran 
cuenta de la proporc ional idad y razonabi l idad del refer ido aumento, de cara a 
prevenir  la  comis ión y la reinc idenc ia en e l del i to.  Aunque se expus ieron las 
estadís t icas sobre la comis ión de del i tos y la  re incidencia,  no se exhib ió mater ia l 
empír ico acerca de la idoneidad y  proporcional idad del aumento general  del  
máximo de la pena como medio para confrontar  la  comis ión de del i tos  y  la 
re inc idenc ia en los  mismos. De igual  forma,  tampoco se expuso por qué razón el  
refer ido aumento en e l  máximo de la pena permit ir ía  expandir  una consc ienc ia de 
abstenc ión a del inquir  o a la  efect iva apl icac ión de las  normas penales.   Es 
dec ir ,  no se adv ier te que haya habido una del iberac ión sobre el  aspecto que se 
examina. Sumado a e l lo , no se observa que en e l debate democrát ico se haya 
tomado en cons iderac ión e l marco de referenc ia que la jur isprudencia 
const i tuc ional ha p lanteado frente a l ECI en mater ia peni tenc iar ia.  En efecto, de 
conformidad con la Sentenc ia C-383 de 2022 y  como lo p lanteó e l demandante,  
es  deber  del Legis lador  valorar  sus in ic iat ivas f rente la  s i tuac ión que v ive e l 
s istema penitenc iar io y carcelar io en Colombia ”.  
      

 

 Resulta claro,  que en momento alguno se aprecia en la sentencia 

disminución punit iva referida en la solicitud, como pretende creerlo el 

sol ic itante, ya que el estudio se centró en establecer si el aumento 

general izado del máximo de la pena de pris ión  en sesenta años, para una 

sola conducta, en real idad responde a razones proporcionales y 

razonables a part ir  de la transversal idad y general idad que supone el 

máximo establecido,  para lo cual se apl icó el test de proporcionalidad de 

intensidad intermedia, concluyéndose que :   

 “… el aumento del máximo de la pena de pr is ión de c incuenta (50)  a 

sesenta (60)  años es contrar ia a l ordenamiento const i tuc ional.  Ahora b ien, la 
Sala adv ierte que la mera e l iminac ión de la expres ión “ sesenta (60) años ”,  s in 
otra consideración, sería un remedio per judic ia l habida cuenta de que e l lo 
supondría que la pena de pr is ión en Colombia no tendría un l ími te o tope 
máximo.  Es dec ir ,  se dejar ía un vacío normat ivo que generar ía insegur idad 
jur íd ica e,  inc luso, escenar ios de mayor  desprotección del derecho a la d ignidad 
humana ante la  fa lta de un l ímite máximo en la pena   
 

En ese sent ido, la Sala cons idera que lo correcto es acudir  a la f igura de 
la rev iv iscenc ia 4 y ,  en consecuenc ia,  retomar e l  tope prev isto antes de la 
                                                           
4 En la  Sentenc ia  C-286 de 2014,  re i t e rada en l as  sen tenc ias  C -133 de 2021 y  C -084 de 2022,  la  
Cor t e  s in te t i zó  las  reg las  acerca la  re inco rpo rac ión o  rev iv iscenc ia  de no rmas  derogadas  as í :  “ ( i )  
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modif icac ión introducida por la Ley 2197 de 2022, de “ c incuenta (50) años ”.  Lo 
anter ior ,  por las s iguientes razones.  Pr imero,  porque es un término establec ido 
prev ia del iberac ión democrát ica respecto del  cual  no se ha e levado reparo 
const i tuc ional.  Y,  segundo, porque a l revisar con detenimiento la  reforma 
pretendida a través de la Ley 2197 de 2022,  es ta versaba únicamen te sobre e l 
término del máximo de la pena de pr is ión,  y no sobre todo e l ar t ícu lo 37 del 
Código Penal,  de modo que lo único que estaría hac iendo la Corte es retomar e l 
tex to íntegro del  ar t ícu lo 37, previa modif icac ión ”  
 

En el súbl ite se observa igualmente ,  que el just ic iable fue condenado 

de conformidad con el Preacuerdo que fue aprobado entre la Fiscalía y la 

Defensa, en donde se degradó su part icipación de autor a cómplice  en la 

que la pena de prisión plurimencionada , con la ley que más le favorecía,  

teniendo en cuenta la fecha de la ocurrencia de los hechos y que desde 

luego, s in ninguna relación  en cuanto a la referida rebaja, ya que la 

disposición que se declaró inexequible es del año 2022, por lo que ni 

remotamente posible que le fuera apl icada, s i se trae a colación que la 

sentencia es del  18 de julio de 2018, aunado a que fue condenado por 

var ios comportamientos punit ivos,  por lo tanto dicha reclamación resulta a 

todas luces lejana de la real idad procesal y sustancial.  

 

Así las cosas, no es posible la anhelada disminución punit iva, ya que 

la misma solo es permit ida en los eventos de favorabi l idad y tal s ituación 

no se advierte en el caso que se examina, pues no se ha producido ningún 

cambio favorable en materia de punibil idad  para los del itos por los cuales 

fue condenado el sol ic itante , en éste punto debe aclararse que la 

declaración de inexequibi l idad recae cuando se trata de un solo 

comportamiento que durante la vigencia de la norma ley 2197 de 2022, se 

le haya impuesto la pena de sesenta años, pero no sobre el concurso como 

se trata en el caso que se examina.  

 

                                                                                                                                                                                 
La re i ncorpo rac ión o  rev i v iscenc ia  de no rmas  derogadas  po r  mandatos  que fueron dec la rados  
inexequib les  hace par t e  de l  ordenamiento  ju r íd ico  nac iona l ,  desde mucho antes  de l a 
Cons t i tuc ión de 1991,  como par t e  de la  d iscus ión por  l os  e fec tos  ju r íd icos  de las  sentenc ias  
hac ia  e l  pasado  -ex  tunc -  o  hac ia  e l  f u turo  -ex  nunc -  y  la  sa lvaguarda de l a  segur idad ju r íd ica .  | |  
( i i )  La  rev iv iscenc ia  de no rmas  se ha presentado igua lmente como so luc ión a  l os  prob lemas  que 
p lantea e l  vac ío  ju r íd ico  c reado po r  l a  derogac ión  de normas  que re gu lan,  sob retodo de manera 
in teg ra l ,  una dete rminada  mater ia ,  con l levando igua lmente p rob lemas  de s egur idad j ur íd ica .  | |  
( i i i )  En los  pr imeros  pronunc iamientos  se asumió la  pos tura  de una rev iv iscenc ia  automát ic a  de  
las  normas  derogadas  por  las  dec la ra to r i as  de inexequib i l idad de aquel l as  que las  reempla za ron,  
pero  con pos ter i or i dad,  se  f i ja ron a lgunas  cond ic iones  para que se ap l i ca ra  es ta  f igura  j u r í d ica ,  
como que  se presenta ran los  argumentos  para l a  neces idad de re i nco rpo rac ión,  po r  ra zones  de 
(a)  c reac ión de vac íos  normat ivos ;  (b)  vu lne rac iones  a  los  de rec hos  fundamenta les ;  (c )  
neces idad pa ra ga rant i zar  la  supremac ía  de la  Cons t i tuc ión Po l í t i ca ,  y  (d)  s iempre y  cuando las  
normas  re i ncorpo radas  sean cons t i tuc iona lmente admis ib l es .  | |  ( i v )  La ju r isprudenc ia  ha de jado  
sentado que la  re i ncorpo rac ión o  rev iv iscenc ia  de no rmas  no t ienen un ca rác ter  dec la ra t i vo  en la  
par t e  reso lu t i va  de la  sentenc ia ,  s ino que l a  Cor te  se  debe l imi t ar  a  comprobar  s i  para  e l  caso en 
es tud io  se cumplen los  requ is i tos  pa ra que pued a  conf igurarse la  rev iv iscenc ia  de p receptos 
derogados .  | |  (v )  F ina lmen te,  la  Sa la  re i te ra  que la  procedenc ia  de l a  re inco rporac ión debe ser  
ana l i zada en cada caso concreto ,  a  pa r t i r  de los  c r i te r ios  de vac íos  normat ivos  o  a fec tac ión de 
derechos  fundamenta les ”. 

mailto:j02epmsbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

 

 

 

Palacio de Justicia “Vicente Azuero Plata”, oficina 338 
Tel.: (7) 6339300│E-mail: j02epmsbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Horario de atención: 8:00 am – 4:00 pm 

Emerge claramente que, en las actuales circunstancias la sentencia 

se encuentra revestida de los pr incipios de irreformabil idad e  

irrevocabil idad, cual idades  f rente a los cuales la Sala P enal de la Corte 

Suprema de Just ic ia ha  dicho:  

 

          “ […] Base fundamental del orden jurídico y garantía de los derechos      
ciudadanos es la inmutabi l idad de la sentencia ejecutor iada, que los 
legisladores han reconocido y aceptado mediante la cons agración posit iva 
del pr incipio de la cosa juzgada. Fundado en la presunción de legal idad  y 
acierto que ampara al fal lo def init ivo,  el anterior postulado no es sin 
embargo, absoluto: razones de equidad impulsa a exceptuar de él las 
sentencias proferidas en procesos en los cuales faltaron los elementos 
esenciales para la garantía de la just icia.  

 

 Con este fundamento, aparece consagrado por el derecho posit ivo 
como remedio que se endereza a quebrantar la fuerza de la cosa 
juzgada, el recurso de revisión, cuya f inal idad es pues invalidar por 
injusta una sentencia f irme, para que por consiguiente la jur isdicción 
pueda considerar nuevamente el l i t igio planteado en proceso anterior y 
fal lar lo con arreglo a derecho”. 5 
 

Deviene de lo anterior que los planteamien tos invocados en el 

memorial del sentenciado  en el sentido de reducir  la condena 

proporcionalmente en 17.9% como fundamento de la redosif icación no 

corresponden a las facultades que el legislador autorizó a quien debe 

vigi lar el cumplimiento de la sentenc ia, las cuales se itera fueron 

establecidas en el artículo 38 ibidem., por consiguiente la solicitud  

apoyada en semejantes consideraciones, t iene que ser denegada, toda vez 

que la sentencia de encuentra revest ida por la fuerza del principio de la 

Cosa Juzgada, con las característ icas antes señaladas.  

 

Vale la pena traer a colación que  la Sala Penal de la Corte Suprema 

de Just icia aclaró la competencia de los Jueces de Ejecución de Penas y 

Medidas de seguridad frente a la apl icación en los eventos de cambi o de 

jurisprudencia favorable que:  

 

De ahí  que la competenc ia de esta c lase de func ionar ios  judic ia les para 
redos if icar  una pena en apl icac ión del  pr incipio de favorabi l idad,  se c ircunscr ibe 
únicamente a los  eventos en que “debido a una ley  poster ior  hubie re lugar  a la 
reducc ión, modi f icac ión, sust i tución,  suspensión o ext inc ión de la sanc ión penal”,  
pues se trata de c ircunstanc ias no sólo poster iores a l  profer imiento de la 
sentenc ia,  s ino a jenas a la  apl icac ión e interpretación judic ia l de la ley.  
 

Con esta misma or ientac ión, cuando el  efecto favorable a l condenado no 
emana direc tamente de una ley,  s ino de una interpretac ión poster ior  respecto de 

                                                           
5Corte  Suprema de Jus t ic ia .  Sa la  de Casac ión Penal .  M.P.  Leon idas  Bus tos  Mar t ínez .  19 de 
mayo de 2010.  Rad.32310  
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la apl icada a l asunto concreto, no es por vía del e jerc ic io del derecho de 
postulac ión ante e l juez de penas que  ta l pretens ión procede, en tanto que, como 
se d i jo,  el lo  impl ica remover  los  efectos de la cosa juzgada, lo  cual  só lo es 
pos ib le mediante e l  e jerc ic io de la acc ión de rev is ión y  a través de la causal que 
específ icamente recoge ese par t icular  supuesto de h echo.  
 

En este sent ido, e l ar t ícu lo 220-6 de la Ley 600 de 2000 prescr ibe que la 
acc ión de revis ión procede contra sentenc ias ejecutor iadas,  en los s iguientes 
casos:  
 

“Cuando mediante pronunc iamiento judic ia l,  la  Cor te haya cambiado 
favorablemente el  cr i t er io jur íd ico que s irv ió para sustentar  la  sentenc ia 
condenator ia. ”  
 

En términos sustancia lmente idént icos e l ar t ícu lo 192 -7 de la Ley 906 de 
2004 reprodujo e l  contenido de d icha causal ,  adic ionando,  además, la 
procedenc ia de la acc ión de rev is ión cuando e l cambio de jur isprudenc ia inc ide 
en temas de punib i l idad,  en los  s iguientes términos:  
 
  “Cuando mediante pronunc iamiento judic ia l,  la  Cor te haya cambiado 
favorablemente el  cr i ter io jur íd ico que s irv ió para sustentar  la  sentenc ia 
condenator ia,  tanto respecto de la responsabil idad como de la punibi l idad”. 6 
  

 

Recapitulando tenemos que en el asunto de marras no es posible los 

anhelados descuentos ya que no se advierte ningún cambio de leyes en el 

t iempo para que la apl icación del principio de favorabil idad s ea plausible, 

pero tampoco ningún cambio favorable de la jur isprudencia, porque la 

Corte Const itucional lo que hizo fue declarar inexequible la normativa 

demandada, lo que hipotét icamente hubiera tenido consecuencias si al Sr. 

Díaz Ramírez se le hubiese condenado a sesenta años de prisión,  por un 

solo del ito y como se indicó anteriormente durante la vigencia de la norma,  

que se declaró inexequible lo que no ocurrió en éste caso.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCION 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO.-.NEGAR LA REDOSIFICACIÓN de  la pena  de 111 meses  

de pris ión y la  pena accesor ia  de  inhabi l i tación para el ejercic io de 

derechos y funciones públ icas , por el  mismo término de la pena principal  

al igual que la prohibic ión para el porte o la tenencia de armas de fuego 

por el mismo término,  por los del itos de  FABRICACIÓN Y TRÁFICO, 

                                                           
6 Corte Suprema de Justicia. Sala Penal. Segunda Instancia de J.4E.P.M.S Bogotá del 13 de febrero de 2013. 
M.P. José Luís Barceló Camacho. 
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PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS PARTES O 

MUNICIONES AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON HURTO 

CALIFICADO Y AGRAVADO, contenida en la sentencia proferida por el 

Juzgado Quinto Penal del Circuito con Funciones de conocimiento de 

Bucaramanga, a CARLOS ILICH DÍAZ RAMÍREZ ,   ident if icado con la C.C. 

No. 1 098 620 987, de  conformidad con lo expuesto en la parte motiva de 

este auto.  

 

SEGUNDO.- CONTRA  esta decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación  

 

 

 

NOTIFíQUESE Y CUMPLASE 

 

 
ALICIA MARTINEZ ULLOA 

JUEZ  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, dieciocho (18) de enero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

ASUNTO REDENCION DE PENA – CONCEDE – NIEGA  

R ADIC ADO NI  22296 (CUI  

68001.60.00.159.2019.03359 .00)  

EXPEDIENTE  FISICO 1 

ELECTRONICO   

SENTENCI ADO ( A)  JULIO CESAR PEÑA FLOREZ  CEDUL A 1.005.338.639  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRON  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  SEGURIDAD 

PUBLICA  

LEY906/2004  x  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

 

   

ASUNTO 

 

Resolver la pet ic ión de redención de pena en relación con JULIO 

CESAR PEÑA FLOREZ, ident if icado con la cédula de ciudadanía número  

1.005.338.639 .  

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Quinto Penal del Circuito con Función de Conocimiento 

de Bucaramanga, el 28 de septiembre de 2021, condenó a JULIO CÉSAR 

PEÑA FLÓREZ, a la pena de 54 MESES DE PRISIÓN e INTERDICCIÓN DE 

DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el término de la pena de 

pris ión, como autor del delito de PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE 

FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES. Se le negó la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y se le concedió la 

pris ión domici l iar ia previa suscr ipción de di l igencia de compromiso y 

debiendo prestar caución prendar ia por valor medio salario mínimo legal, 

mensual, vigente; f i jando el interno su domicil io en la CALLE 58 A No. 42 

W – 16 Barrio Estoraques de Bucaramanga- Santander.  

 

En auto de fecha 14 de dic iembre de 2022 este Despacho Judicial le 

revocó el sust ituto de la pris ión domicil iar ia por incumplimiento de las 

obl igaciones impuestas.  

 

Presenta una detención inicial de 5 meses 6 días de pris ión,  

actualmente su detención data del 2 de mayo de 2023, y l leva privado de 
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la l ibertad 56 MESES 12 DÍAS DE PRISIÓN. Actualmente se hal la pr ivado 

de la l ibertad en el CPAMS-GIRON por este asunto.  

 

PETICIÓN 

 

Se al legan documentos para redención de pena con of icio 

2023EE0252786 del 21 de dic iembre de 2023 - ingresado al Despacho el 10 

de enero de 2024-, contentivos de cert if icados de cómputos y 

cal if icaciones de conducta para reconocimiento de redención de pena de l 

enjuiciado, que expidió  la CPAMS-GIRON.   

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabi l idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los cert if icados de cómputos que remit ió el 

penal, para lo que procede a detal lar los mismos. En c uanto a redención 

de pena se avalarán:  

 

CERTIFIC ADO 

No.  

PERIODO  
HOR AS  DÍ AS  

RECONOCIDOS CERTIFIC AD AS  

DESDE H ASTA TR AB AJO   ESTUDIO  ENSEÑ AN TR AB AJO  ESTUDIO  ENSEÑ AN 

19035720  
1 ju l i o  

2023  

31 ju l io   

2023  
  96    8   

19035720  

16 de 

agos to  

2023  

31 de 

oc tubre 

2023  

320      20   

TOTAL   28  
 

 

 

TOTAL REDIMIDO   

 

 

28  d ías  

 

 

 

Lo que le redime su dedicación intramuros por act ividades de  estudio 

y trabajo en 28 DÍAS DE PRISIÓN. 

 

Y al revisar la evaluación de la conducta del interno , se t iene que se 

cal i f icó como ejemplar y act ividad sobresal iente, tal y como se plasma en 

los cert if icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite reconocer la 

redención de pena que se enuncia, en atención a lo normado en el Código 

Penitenciar io y Carcelar io sobre este aspecto.  
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Ahora bien, NO SE TENDRA EN CUENTA LA SIGUIENTE 

CERTIFICACIÓN PARA REDENCIÓN DE PENA:  

CERTIFIC ADO 

No.  

PERIODO  
HOR AS  

C ALIFIC ACIÓN  
CERTIFIC AD AS  

DESDE H ASTA TR AB AJO   ESTUDIO  ENSEÑ AN TR AB AJO  ESTUDIO  ENSEÑ AN 

18930374  

16 

jun i o  

2023  

30 jun io  

2023  
  30    DEFICIENTE   

19035720  

1 

agos to  

2023  

15 agos to  

2023  
  18    DEFICIENTE   

TOTAL   DEFICIENTE  
 

 

 

Como se observa pese a que en dichos periodos  obtuvo cal i f icación 

de conducta en el grado EJEMPLAR valoradas por el Consejo de Discipl ina 

las act ividades realizadas fueron cal if icadas de forma DEFICIENTE ,  lo que 

impide acceder a la redención de pena por el per iodo antes enunciado, 

atendiendo a lo normado en el Código Penitenciar io y Carcelar io sobre 

este aspecto 1.  

 

Por lo que al sumar la detención f ís ica y la redención de pena 

reconocida se t iene una penal idad cumplida de 14 MESES, 20 DÍAS DE 

PRISIÓN. 

 

Respecto del cert if icado no. 18864642 se advierte que el mismo 

corresponde al per iodo del 1 de abr i l de 2022 al 15 de jul io de 2022, 

t iempo en el cual  el señor julio Cesar Peña Flórez no se encontraba 

privado de la l ibertad por esta causa, por lo tanto no es procedente su 

reconocimiento.  

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA;  

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .  -  OTORGAR  a JULIO CESAR PEÑA FLOREZ, 

identif icado con la cédula de ciudadanía número  1.005.338.639 ,  una 

                                                           
1 ARTICULO 101  CONDICIONES PARA LA REDENCION DE PENA.  E l  juez de e jecuc ión de penas  

y  medidas  de s egur idad,  para  conceder  o  negar  la  redenc ión de l a  pena,  deberá tener  en  cuenta  
la  eva luac ión que se haga  de l  t raba jo ,  la  educac ión o  la  ens eñanza de que t ra t a  la  p resente  ley.  
En es ta  eva luac ión se cons iderará  igua lmente l a  conduc ta  de l  i n te rno.  Cu ando es ta  eva luac ión  
sea negat i va ,  e l  j uez de e jecuc ión de penas  se abs tendrá de conceder  d ic ha redenc ión.  La 
reg lamentac ión dete rm inará los  pe r íodos  y  fo rmas  de eva luac ión.  
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redención de pena por  estudio y trabajo de  28 DÍAS DE PRISIÓN ,  por los 

meses a que se hizo alusión en la parte motiva de este proveíd o, siendo la 

primera redención de pena reconocida por este asunto.  

 

SEGUNDO. – NEGAR la redención de pena por el per iodo del 1 de 

abri l de 2022 al 15 de julio de 2022, del 16 de junio de 2023 al 30 de junio 

de 2023 y del 1 de agosto de 2023 al 15 de agosto  de 2023, por razones 

expuestas en la parte motiva de este proveído.  

 

TERCERO. - DECLARAR  que JULIO CESAR PEÑA FLOREZ  ha 

cumplido una penal idad de 68 MESES, 21 DÍAS DE PRISIÓN,  teniendo en 

cuenta la detención f ís ica y la redención reconocida.  

 

CUARTO. – ENTERAR  a las partes que contra la presente decisión 

proceden los recursos de reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

 

J U A N D G C  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, seis (6) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
 

ASUNTO REDENCIÓN DE PENA -  CONCEDE  

RADICADO NI   32493    
(CUI  68689 6100 000 2017 00001 
00)  

EXPEDIENTE  FISICO 2  

ELECTRON ICO  
SENTENCIADO (A)  LUZ D IVIA SANABRIA RODRÍGUEZ  CEDULA 28 070 146   

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

CPMSM BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 
DOMICIL IARIA 

NO APLICA 

BIEN JURID ICO LIBERTAD 
INDIVIDUAL 
Y OTRAS 
GARANTÍAS-
PATRIMONIO 
ECONÓMICO- 
SEGURIDAD  
PÚBLICA 

LEY906/2004  X LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

PETICIÓN PARTE X OFICIO  
 

ASUNTO 

 

Resolver de la redención de pena en relación con la sentenciada LUZ 

DIVIA SANABRIA RODRÍGUEZ, identificada con cédula de ciudadanía 

número 28 070 146. 

 

ANTECEDENTES 

  

 El Juzgado Séptimo Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga, el 7 de febrero de 2019, condenó a LUZ 

DIVIA SANABRIA RODRÍGUEZ, a la pena de 114 MESES DE PRISIÓN y 

MULTA  400 SMLMV como responsable de los delitos de SECUESTRO 

SIMPLE ATENUADO, SECUESTRO SIMPLE AGRAVADO ATENUADO, 

HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO ATENUADO, Y FABRICACION, 

TRAFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, 

PARTES O MUNICIONES AGRAVADO e INHABILIDAD PARA EL 

EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICA.  Se le negaron la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.  

 

Su detención data del 14 de abril de 2017, llevando a la fecha en 

privación de la libertad OCHENTA Y DOS (82) MESES DOS (2) DÍAS DE 

PRISIÓN. Actualmente privada de la libertad en el CPMSM ERE DE 

BUCARAMANGA por este asunto.  

  

PETICIÓN 
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La Reclusión de Mujeres de Bucaramanga, mediante oficio 

2024EE0020250 del 29 de enero de 20241,  allega documentos contentivos 

de los certif icados de cómputos y calif icaciones conductas para 

reconocimiento de redención de pena en relación con la interna SANABRIA 

RODRÍGUEZ.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabil idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los cert i f icados de cómputos remit idos por el 

penal,  para lo que procede a detal la r los mismos, señalando que, en cuanto 

a redención de pena, se le avalarán:  

  

CERTIFICADO FECHA TRABAJO ESTUDIO ENSEÑANZA 

18962128 Abri l a Jul io/23 824   

18985012 Agosto a Sept/23 392   

190587616 Oct a Dic/23 588   

 Total sumatoria  1804   

Tiempo reconocido 112.75 = 3 meses 22 días 

 

Lo que le redime su dedicación intramural en act iv idades de trabajo 

de 3 MESES 22 DÍAS DE PRISIÓN, guarismo que sumado con las 

redenciones de pena reconocidas en autos anteriores ( 24 meses  23 d ías) arroja 

un total  de 28 MESES 15 DÍAS DE PRISIÓN. 

 

Y al  revisar la evaluación de la conducta del interno, se t iene que 

esta fue cali f icada en el grado de ejemplar y act ividad sobresal iente, tal y 

como se plasma en los cert if icados del Consejo de Discipl ina, lo que 

permite reconocer la redención de pena que se enuncia, atendiendo a lo 

normado en el  Código Penitenciario y Carcelario sobre este aspecto.  

 

Así las cosas, sumando la detención física y las redenciones de pena 

reconocidas se tiene una penalidad cumplida de CIENTODIEZ (110) MESES 

DIECISIETE (17) DÍAS DE PRISIÓN. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

RESUELVE 

                                            
1 Ingresa al  Juzgado e l  6  de  febrero  de  2024  
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PRIMERO. - OTORGAR a LUZ DIVIA SANABRIA RODRÍGUEZ, una 

redención de pena por trabajo de 3 MESES 22 DÍAS DE PRISIÓN , por los 

meses a que se hizo alusión en la parte motiva de este proveído; para un 

total redimido de 28 meses 15 días de prisión. 

  

SEGUNDO. - DECLARAR que LUZ DIVIA SANABRIA RODRÍGUEZ , ha 

cumplido una penalidad CIENTODIEZ (110) MESES DIECISIETE (17) DÍAS 

DE PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención física y la redención 

reconocida.  

 

TERCERO. - ENTERAR a las partes que contra la presente decisión 

proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

 
AR / 
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CONSTANCIA:  A l  Despacho de la  Señora Juez,  in forme que revisado e l  S is tema Just ic ia 

XXI  y e l  S ISIPEC, no se encontró repor te negat i vo que ind ique e l  incumpl imiento de los 

compromisos adqui r idos en la  d i l igenc ia de compromiso durante e l  per iodo de prueba a l  

que e l  sentenc iado ALFONSO LEAL SERRANO quedó somet ido.   

Bucaramanga,  febrero 14 de 2024  

Andrea Lorena Cla ros Cardozo  
Asis tente Jur íd ico  

 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero catorce (14) de dos mil veint icuatro (2024)  

 

ASUNTO  DECLARA EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL   

RADICADO   
NI  5270  
CUI  68689.6000.154.2016.00271  
  

EXPEDIENTE   FÍSICO  X  

ELECTRÓNICO    

SENTENCIADO (A)   ALFONSO LEAL SERRANO  CEDULA  1.102.715.296  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA   

   

BIEN JURÍDICO  CONTRA LA FAMILIA   

LEY  906 DE 2004   X  600 DE 2000    1826 DE 2017    

 
 

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver  de of icio sobre la ext inción de la sanción 

penal impuesta contra el sentenciado ALFONSO LEAL SERRANO, dentro del 

proceso radicado 68689.6000.154.2016.00271 - NI. 5270. 

 

ANTECEDENTES  

 

1. Este Juzgado vigi la la pena acumulada de 4 años 3 meses de pris ión 

impuesta a ALFONSO LEAL SERRANO mediante sentencia proferida el 15 

de febrero de 2018 por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con 

funciones de Conocimiento de San Vicente de Chucurí ,  Santander,  como 

responsable de la conducta punible de violencia intrafamil iar .    

 

2. Mediante auto proferido el 26 de mayo de 2020 por este Juzgado, le 

fue concedido el subrogado de la l ibertad condicional,  previ a suscripción de 

di l igencia de compromiso bajo caución juratoria , en los términos del art.  65 

del Código Penal por un periodo de prueba de 14 meses y 28 días.  Para el 
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efecto, suscribió acta compromisoria en la misma fecha y se l ibró la boleta 

de l ibertad número 1171. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obligaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional ,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrario, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sent ido, se aprecia que al sentenciado ALFONSO LEAL SERRANO 

le fue otorgada la l ibertad condicional,  para tal efecto suscribió di l igencia 

de compromiso el 26 de mayo de 2020, donde constan las obl igaciones 

previstas en el art ículo 65 del Código Penal, quedando sometido a un 

periodo de prueba de 14 meses y 28 días, plazo que culminó el 23 de agosto 

de 2021, sin que obre reporte negativo en el el sistema JUSTICIA XXI  o en 

el SISIPEC WEB del INPEC que indique el incumplimiento de los 

compromisos all í adquir idos.   

 

En relación a la indemnización a las víct imas, aspecto señalado como uno 

de los compromisos que prevé el art ículo 65 del Código Penal, quiere af irmar 

el Despacho que no puede extenderse intemporalmente el cumplimiento del 

mismo; máxime, cuando dentro de los f ines de la pen a que se hal lan 

consagrados en el art ículo 4º  del Código Penal – prevención general,  

retr ibución justa, prevención especial,  reinserción social y protección al 

condenado-, no se cuenta con hacer efect iva la reparación de la víct ima, 

precisamente porque no puede convert irse la sanción penal en el medio para 
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conseguir dicho objet ivo, pronunciándose de esta manera la H. Corte 

Suprema de Just ic ia,  Sala de Casación Penal, Sala Segunda de decisión de 

Tutelas en providencia de fecha 4 de febrero de 2016, M.P. Jos é Luis 

Barceló Camacho, radicado STP 1013 de 2016, así:   

 

“La revocator ia del subrogado no es un medio de compeler a l condenado a 

pagar la indemnizac ión porque,  como se anotó,  ni  la pena n i su e jecuc ión 

t ienen por f in hacer efect iva la  reparac ión a la víc t ima, quien pueda exig ir la 

coact ivamente ante la  jur isd icc ión c iv i l .  Dis t into es que, con independenc ia 

de e l lo, se v incule a l factor operac ional de la pena como condic ión para la 

suspens ión de su ejecuc ión”.  

 

Tampoco puede dejarse de lado, lo expresado por la H. Corte Suprema de 

Justic ia en sentencia T 69551 del 1° de octubre de 2013, en lo que respecta 

a la ver if icación del cumplimiento de las obligaciones a las que se 

comprometió el condenado, la cual precluye cuando fenece el término 

concedido en el periodo de prueba, a saber:    

 

“ ta l  act iv idad de v ig i lanc ia y contro l  del  cumplimiento de las  obl igac iones 

del  condenado que d isf ruta de l iber tad condic ional ,  t ienen como término 

máximo el  del  per iodo de prueba;  de manera que con dicho l ím ite temporal 

prec luye cualquier  posib i l idad para ocuparse de un eventual 

incumplimiento”.  

 

Por su parte, es indispensable resaltar que una persona condenada y con 

benef ic io de l ibertad condicional debe estar sometid a a una verif icación del 

cumplimiento de sus obl igaciones dentro del per iodo comprendido para tal 

efecto, que en el caso de marras, sería de 14 meses y 28 días, sin embargo, 

al no haberse ver if icado dicha situación dentro del lapso arr iba mencionado, 

las obl igaciones del sentenciado no deben extenderse en el t iempo 

indef inidamente, dado que se contraría el derecho a la dignidad humana y 

al principio pro-homine ante la imperiosa necesidad de resolver su situación 

jur ídica, máxime, cuando se encuentra en vi lo el goce efect ivo a la l ibertad 

personal, el cual,  se insiste, no puede estar supeditado al pago de una suma 

de dinero de manera intemporal.   

 

Si bien es cierto no pueden desconocerse los derechos que le asisten a las 

víct imas, tampoco es dable dejar de lado el s i lencio que en el presente caso 

guardó con poster ior idad al acuerdo celebrado el 14 de marzo de 2018 en el 

Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con función de Conocimiento de San 

Vicente de Chucurí,  en el que se obl igó al sentenciado a cumplir lo pactado 

una vez recobrara la l ibertad, s ituación ésta por la que no se ha dado 

apertura al trámite del art ículo 477 del Código de Procedimiento Penal, ante 
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la ausencia de información de quien t iene interés para reclamar el pago de 

los perjuic ios.  

 

Al respecto la Sala Penal  del H. Tribunal Super ior del Distr ito Judicial de 

Bucaramanga, en providencia del 26 de junio de 2018 M.P. Dr. Luis 

Fernando Casas Miranda, dispuso:  

 
“…para la Sala no son de rec ibo los argumentos de la representante del  

Min is ter io Públ ico, según los cuales los operadores judic ia les a l declarar la  

ext inc ión de la condena s in que el  sentenc iado hubiere resarcido los  

per ju ic ios  ocasionados con el  del i to contr ibuyen a la  bur la de las  v ict imas…  

 

…Determinac ión que no se aprec ia desajustada,  toda vez que si  b ien e l 

proceso penal  es  en e l  marco para concretar y conseguir  la  reparac ión de 

los per ju ic ios  ocas ionados con e l del i to , no es menos c ier to que una vez 

probados los daños y determinado e l  va lor  de la compensac ión económica 

por  e l juez de conocimiento,  es  obl igac ión del  afectado recurr ir  a la 

jur isd icc ión c ivi l ,  a  través del  proceso ejecut ivo,  s i  no ha caducado la 

acc ión,  s in que por e l lo se ent iendan conculcados sus derechos o se someta 

a una revict im izac ión, como quiera que el  juez penal  no posee d ichas  

facultades.”  

 

En virtud de lo anter ior, este Despacho considera que se reúnen todos los 

presupuestos para decretar ext inta la acción penal, s iendo de esa manera 

el deber-ser, proceder a su declaratoria en favor del procesado, de 

conformidad con lo previsto en el art ículo 67 del Código Penal; atendiendo 

además a que la víct ima cuenta con la posibi l idad de obtener el pago de los 

perjuic ios ocasionados con el i l íc ito por el cual ALFONSO LEAL SERRANO 

fue condenado, con la respectiva demanda ejecutiva ante la j ur isdicción 

civil.   

 

Por tal razón y dado que se satisfacen los requisitos legales, se ordena la 

ext inción de la condena de pris ión.  Asimismo, y de conformidad con el 

art ículo 53 del Código Penal, se declara legalmente cumplida la pena 

accesor ia de inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones 

públicas, debiendo of iciarse a la Registraduría Nacional del Estado Civi l y a 

la Procuraduría General de la Nación, dando informe de la misma.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar t ículo 476 del 

C.P.P. y, una vez en f irme esta decisión, devuélvanse las presentes 

di l igencias al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con funciones de 

Conocimiento de San Vicente de Chucurí,  Santander , para que proceda a su 

archivo def init ivo.  
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Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,   

 

RESUELVE 

PRIMERO. -   DECRETAR  la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL  y 

l iberación def init iva en favor del sentenciado ALFONSO LEAL SERRANO,  

identif icado con cédula de ciudadanía número 1.102.715.296, respecto de la 

sentencia proferida el 15 de febrero de 2018 por el Juzgado Segundo 

Promiscuo Municipal con funciones de Conocimiento de San Vicente de 

Chucurí,  como responsable del del ito de violencia intrafamiliar ,  radicado 

68689.6000.154.2016.00271.  

 

SEGUNDO. -     DECLARAR  legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públ icas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO. -     COMUNICAR  esta decisión a las mismas autoridades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO. -       Devuélvase el expediente al Juzgado Segundo Promiscuo 

Municipal con funciones de Conocimiento de San Vicente de Chucurí,  

Santander, para su archivo def init ivo.  

 

QUINTO. -  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 
Juez 

Alcc 



   
 
CONSTANCI A: Al Despacho  de la Seño ra Juez,  inf o rme que rev isado  el Sis tem a  
Just ic ia XXI y  el SISIPEC, no  se encontró  repo rte negat ivo  que ind ique el 
incump limiento  de los  compromisos adquiridos en la d i l igenc ia de compromiso  
durante el periodo  de p rueba al que el sen tenc iado  OCTAVIO FLÓRE Z  
GUERRERO quedó  somet ido .   
 
Bucaramang a,  f eb rero  14 de 2024 
 
And rea Lo rena Claros Cardozo  
As is tente Juríd ico  

 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero catorce  (14) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO  DECRETA EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL  

RADICADO  NI 5888 
CUI 68001.6000.159.2017.0 095 1 

EXPEDIENTE  FÍSICO   

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO 
(A)  

OCTAVIO FLÓREZ GUERRERO  CEDULA 13.745.091 

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA 

 

BIEN JURÍDICO  EFICAZ Y RECTA 
IMPARTICION DE 
JUSTICIA 

LEY 906 
DE 
2004 

X 600 DE 2000  

  

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver de of ic io sobre la extinción de la sanción 

penal elevada por el sentenciado OCTAVIO FLÓREZ GUERRERO, dentro 

del proceso bajo el radicado 68001.6000.159.2017.00951 - NI. 5888. 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

1.  Este Juzgado vigila a OCTAVIO FLÓREZ GUERRERO las penas de 8 

meses de prisión y multa de 2.5 S.M.L.M.V., impuestas mediante sentenc ia 

proferida el 6 de abril de 2018 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito con 

funciones de Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del delito  

de f raude a resolución judic ial o administrativa de policía .   

 

2.  En el fallo le fue concedido al sentenciado el mecanismo sustitutivo de 

la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción de 

diligencia de compromiso bajo caución juratoria, benef ic io materializado el 



   
 
16 de julio de 20181, quedando sometido a un periodo de prueba de dos (2)  

años. 
 

CONSIDERACIONES 

 

Conforme lo previsto en los artículos 66 y 67 del Código Penal, si durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obligacione s 

que le fueron impuestas en la diligencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

libertad condicional, el Juez que vigila la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrario ,  

de constatar que observó los compromisos allí adquiridos, procederá a 

extinguir de manera def initiva la condena mediante resolución judic ial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de extinción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionario judic ial debe verif icar que se han 

cumplido las obligaciones previstas en el artículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.    

  

En ese sentido, se aprecia que al sentenciado OCTAVIO FLÓREZ 

GUERRERO le fue otorgado el benef ic io de la suspensión condicional de la 

ejecución de la pena, para tal efecto suscribió diligencia de compromiso el 

16 de julio de 2018 bajo caución juratoria, donde constan las obligacione s 

previstas en el artículo 65 del Código Penal, quedando sometido a un 

PERIODO DE PRUEBA DE DOS (2) AÑOS, plazo que culminó el 16 de julio  

de 2020, sin que obre reporte negativo en el el sistema JUSTICIA XXI o en 

el SISIPEC que indique el incumplimiento de los compromisos all í 

adquiridos.   

  

Asimismo, se advierte que FLÓREZ GUERRERO no fue condenado al pago 

de perjuic ios, según lo obrante en el expediente. 

 

De esa manera, culminado el periodo de prueba se concluye que el penado 

observó los compromisos adquiridos con la administración de justic ia por  

cuenta de este asunto.  En consecuencia, se decretará la extinción de la 

sanción penal impuesta al sentenciado,  conforme lo previsto en el artícu lo  

67 del Código Penal.  
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De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabilitac ión para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el artículo 53 del Código penal.   Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registradur ía Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de 

la Nación. 

  

Comuníquese la decisión a las autoridades de que trata el artículo 476 del  

C.P.P. y, una vez en f irme esta decisión, devuélvanse las presentes 

diligencias al Centro de Servic ios Judic iales del Sistema Penal Acusator io  

de esta sede, para que proceda a su archivo def initivo.     

  

Igualmente, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto . 

 

Asimismo, infórmese a la Of ic ina de Cobro Coactivo del Consejo Seccional  

de la Judicatura, para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,   

  

 

RESUELVE  

 

PRIMERO. -     DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL  en 

favor del sentenciado OCTAVIO FLÓREZ GUERRERO, identif icado con 

cédula de ciudadanía número 13.745.091, de la pena de 8 meses de prisión 

impuesta en la sentencia condenatoria proferida el 6 de abril de 2018 por el 

Juzgado Sexto Penal del Circuito con funciones de Conocimiento de 

Bucaramanga, como responsable del delito de f raude a resolución judic ial o 

administrativa de policía, radicado 68001.6000.159.2017.00951.  

  

SEGUNDO. -     DECLARAR  legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabilitac ión para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el artículo 53 del Código penal.  Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registradur ía Nacional del Estado Civil y la Procur aduría General de la 

Nación.   

  



   
 
TERCERO. -    COMUNICAR  esta decisión a las mismas autoridades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el artículo 476 del  

C.P.P.  Asimismo, infórmese a la Of ic ina de Cobro Coactivo del Consejo 

Seccional de la Judicatura, para lo de su competencia.  

 

CUARTO. -   Devuélvase el expediente al Centro de Servic ios 

Judic iales del Sistema Penal Acusatorio de esta sede para su archivo 

def initivo.  

  

QUINTO. -   Contra esta decisión proceden los recursos de reposic ión 

y apelación.  

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

  

  

ILEANA DUARTE PULIDO   

Juez   

Al cc  
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCION DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, febrero diecinueve (19) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO NIEGA SOLICITUD DE LIBERTAD POR CUMPLIMIENTO DE LA MEDIDA DE SEGURIDAD 
Auto No. 144 

RADICADO NI 6108  
(CUI 68755600024220100003400) 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A)  CEDULA 1005131941 

CENTRO DE RECLUSIÓN HOSPITAL PSIQUIATRICO SAN CAMILO- BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Libertad, formación e 
integridad sexual 

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se resuelve sobre la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de seguridad 

respecto del inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, quien actualmente se 

encuentra interno en el Hospital Psiquiátrico San Camilo de Bucaramanga. 

 

      

CONSIDERACIONES 

 

 

Mediante sentencia proferida el 2 de diciembre de 2010, el juzgado Tercero Penal del 

Circuito con funciones de conocimiento de Socorro - Santander, impuso a LINO 

HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ en calidad de inimputable en razón de un trastorno 

mental permanente, medida de seguridad de internación en establecimiento psiquiátrico o 

clínica adecuada por el término mínimo que requiera el tratamiento previo diagnóstico 

médico y un máximo de catorce (14) años siete (7) meses y quince (15) días, por el delito 

de actos sexuales con menor de catorce años agravado. 

 

A la actuación se ha allegado solicitud de libertad argumentando el cumplimiento de la 

totalidad de la medida de seguridad impuesta. 

 

El artículo 70 del Código Penal dispone: 
 
 

“Artículo 70. Internación para inimputable por trastorno mental permanente. Al 
inimputable por trastorno mental permanente, se le impondrá medida de internación 
en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución adecuada de carácter oficial o 
privado, en donde se le prestará la atención especializada que requiera. 
 
Esta medida tendrá un máximo de duración de veinte (20) años y el mínimo aplicable 
dependerá de las necesidades de tratamiento en cada caso concreto. Cuando se 
establezca que la persona se encuentra mentalmente rehabilitada cesará la medida. 
 

https://procesos.ramajudicial.gov.co/jepms/bucaramangajepms/adju.asp?cp4=68755600024220100003400&fecha_r=2/19/2024_4:46:38%20PM
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Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se establezca que la 
persona se encuentra en condiciones de adaptarse al medio social en donde se 
desenvolverá su vida. 
  
Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de ser tratada 
ambulatoriamente. 
 
En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida podrá 
exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del respectivo 
delito.” 

 

 

LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, fue condenado por el delito de actos sexuales 

con menor de catorce años agravado, tipificado en los artículos 209 y 211 numeral 7 del 

Código Penal con un máximo de duración de la medida de catorce (14) años siete (7) 

meses y quince (15) días. 

 

FRIAS HERNANDEZ viene en internamiento desde el 24 de febrero de 2010, por tanto a 

la fecha ha permanecido interno por el lapso de 13 años, 11 meses, 26 días, luego no ha 

cumplido el máximo de la medida.  

 

En consecuencia, no se accede a la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de 

seguridad incoada, pues el juez de conocimiento determinó un lapso de internación 

máximo de catorce (14) años siete (7) meses y quince (15) días. 

 

No obstante, a fin de establecer si procede el cambio o suspensión de la medida como lo 

plantea el médico tratante en la “Evolución de Psiquiatría -15/12/2023”, se ordena remitir 

al inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, al Instituto de Medicina Legal con 

sede en esta ciudad, a fin de que Psiquiatría Forense, practique evaluación y dictamine 

sobre su estado de salud mental actual y si es aconsejable el cambio, suspensión o la 

cesación de la medida de seguridad de internación. Por Asistencia social se realizarán las 

gestiones pasa ello.  

  

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Negar la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de seguridad 

impuesta al inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ identificado con c.c. No. 

1.005.131.941, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Ordenar que por Asistencia Social se realicen las gestiones necesarias para 

que el inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, sea remitido al Instituto de 

Medicina Legal con sede en esta ciudad, a fin de que Psiquiatría Forense, practique 



3 

 

evaluación y dictamine sobre su estado de salud mental actual y si es aconsejable la 

suspensión o cambio de la medida de seguridad de internación. Obtenida la evaluación 

ingrese el expediente a despacho para resolver. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 
Juez 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCION DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, febrero diecinueve (19) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO NIEGA SOLICITUD DE LIBERTAD POR CUMPLIMIENTO DE LA MEDIDA DE SEGURIDAD 
Auto No. 144 

RADICADO NI 6108  
(CUI 68755600024220100003400) 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A)  CEDULA 1005131941 

CENTRO DE RECLUSIÓN HOSPITAL PSIQUIATRICO SAN CAMILO- BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Libertad, formación e 
integridad sexual 

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se resuelve sobre la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de seguridad 

respecto del inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, quien actualmente se 

encuentra interno en el Hospital Psiquiátrico San Camilo de Bucaramanga. 

 

      

CONSIDERACIONES 

 

 

Mediante sentencia proferida el 2 de diciembre de 2010, el juzgado Tercero Penal del 

Circuito con funciones de conocimiento de Socorro - Santander, impuso a LINO 

HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ en calidad de inimputable en razón de un trastorno 

mental permanente, medida de seguridad de internación en establecimiento psiquiátrico o 

clínica adecuada por el término mínimo que requiera el tratamiento previo diagnóstico 

médico y un máximo de catorce (14) años siete (7) meses y quince (15) días, por el delito 

de actos sexuales con menor de catorce años agravado. 

 

A la actuación se ha allegado solicitud de libertad argumentando el cumplimiento de la 

totalidad de la medida de seguridad impuesta. 

 

El artículo 70 del Código Penal dispone: 
 
 

“Artículo 70. Internación para inimputable por trastorno mental permanente. Al 
inimputable por trastorno mental permanente, se le impondrá medida de internación 
en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución adecuada de carácter oficial o 
privado, en donde se le prestará la atención especializada que requiera. 
 
Esta medida tendrá un máximo de duración de veinte (20) años y el mínimo aplicable 
dependerá de las necesidades de tratamiento en cada caso concreto. Cuando se 
establezca que la persona se encuentra mentalmente rehabilitada cesará la medida. 
 

https://procesos.ramajudicial.gov.co/jepms/bucaramangajepms/adju.asp?cp4=68755600024220100003400&fecha_r=2/19/2024_4:46:38%20PM
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Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se establezca que la 
persona se encuentra en condiciones de adaptarse al medio social en donde se 
desenvolverá su vida. 
  
Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de ser tratada 
ambulatoriamente. 
 
En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida podrá 
exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del respectivo 
delito.” 

 

 

LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, fue condenado por el delito de actos sexuales 

con menor de catorce años agravado, tipificado en los artículos 209 y 211 numeral 7 del 

Código Penal con un máximo de duración de la medida de catorce (14) años siete (7) 

meses y quince (15) días. 

 

FRIAS HERNANDEZ viene en internamiento desde el 24 de febrero de 2010, por tanto a 

la fecha ha permanecido interno por el lapso de 13 años, 11 meses, 26 días, luego no ha 

cumplido el máximo de la medida.  

 

En consecuencia, no se accede a la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de 

seguridad incoada, pues el juez de conocimiento determinó un lapso de internación 

máximo de catorce (14) años siete (7) meses y quince (15) días. 

 

No obstante, a fin de establecer si procede el cambio o suspensión de la medida como lo 

plantea el médico tratante en la “Evolución de Psiquiatría -15/12/2023”, se ordena remitir 

al inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, al Instituto de Medicina Legal con 

sede en esta ciudad, a fin de que Psiquiatría Forense, practique evaluación y dictamine 

sobre su estado de salud mental actual y si es aconsejable el cambio, suspensión o la 

cesación de la medida de seguridad de internación. Por Asistencia social se realizarán las 

gestiones pasa ello.  

  

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Negar la solicitud de libertad por cumplimiento de la medida de seguridad 

impuesta al inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ identificado con c.c. No. 

1.005.131.941, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Ordenar que por Asistencia Social se realicen las gestiones necesarias para 

que el inimputable LINO HUMBERTO FRIAS HERNANDEZ, sea remitido al Instituto de 

Medicina Legal con sede en esta ciudad, a fin de que Psiquiatría Forense, practique 
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evaluación y dictamine sobre su estado de salud mental actual y si es aconsejable la 

suspensión o cambio de la medida de seguridad de internación. Obtenida la evaluación 

ingrese el expediente a despacho para resolver. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 
Juez 



https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download




























 

 

 
JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

 

 

 

Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO Redención de pena y prisión domiciliaria 

RADICADO NI 20085 RAD: 52001310700120080006800 EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) EIFER RESTREPO DURÁN CEDULA 88.226.486 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

BIEN JURIDICO  Vida e integridad y otros LEY 906 DE 

2004 

X 600 DE 2000  

 

ASUNTO 

 

Resolver la petición de redención de pena y prisión domiciliaria de conformidad del 

artículo 38G de la ley 599 de 2000, elevada por el sentenciado EIFER RESTREPO 

DURÁN, privado de la libertad en el CPAMS GIRON. 

 

CONSIDERACIONES: 

 

1.- El despecho vigila la pena acumulada de 444 meses 13 días1 de prisión impuesta 

a EIFER RESTREPO DURÁN mediante auto del 30 de septiembre de 2010 (f.53 a 55-

2), el cual condensa las siguientes sentencias:  

 

1.1. Sentencia proferida el 7 de julio de 2009 por el JUZGADO PRIMERO PENAL 

DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PASTO, a la pena de 22 años 2 meses 20 

días de prisión como autor del delito de HOMICIDIO AGRAVADO. Radicado 

520013107001200800068 NI 20085.  

 

1.2. Sentencia dictada el 3 de junio de 2009 por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL 

CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE IPIALES a la pena de 

21 años 2 meses 12 días de prisión, como coautor responsable del delito de 

HOMICIDO AGRAVADO, HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO y PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO. Radicado 520016000000200800001. 

 

2.- El 26 de abril de 2023 este Despacho avocó conocimiento de la presente causa, de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 

                                                 
1 Su equivalente es igual a 37 años 13 días 



 

 

 
JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

 

 

 

20222 y CSJAA23-156 del 12 de abril de 20233, procedente del Juzgado Quinto 

homólogo de esta ciudad. 

 

3.- REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 21/03/2019 a 31/07/2023 EJEMPLAR 

 

3.1.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al 

sentenciado 565,5 días (18 meses 25,5 días) de redención por las actividades realizadas 

en el penal; atendiendo que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado ejemplar 

                                                 
2 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
3 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

17583351 06/04/2019 30/04/2029 42 ESTUDIO 0 0 

17583351 01/05/2019 30/06/2019 240 ESTUDIO 240 20 

17614636 01/07/2019 21/08/2019 180 ESTUDIO 180 15 

17614636 22/08/2019 30/09/2019 272 TRABAJO 272 17 

17698556 01/10/2019 31/12/2019 632 TRABAJO 632 39,5 

17798473 01/01/2020 31/03/2020 600 TRABAJO 600 37,5 

17877340 01/04/2020 30/06/2020 560 TRABAJO 560 35 

17979511 01/07/2020 30/09/2020 616 TRABAJO 616 38,5 

18062444 01/10/2020 31/12/2020 592 TRABAJO 592 37 

18160950 01/01/2021 31/03/2021 600 TRABAJO 600 37,5 

18221625 01/04/2021 30/06/2021 592 TRABAJO 592 37 

18344583 01/07/2021 30/09/2021 552 TRABAJO 552 34,5 

18435358 01/10/2021 13/12/2021 440 TRABAJO 440 27,5 

18435358 14/12/2021 31/12/2021 84 ESTUDIO 84 7 

18516325 01/01/2022 31/03/2022 372 ESTUDIO 372 31 

18605374 01/04/2022 30/06/2022 360 ESTUDIO 360 30 

18691732 01/07/2022 30/09/2022 366 ESTUDIO 366 30,5 

18778879 01/10/2022 31/12/2022 366 ESTUDIO 366 30,5 

18859541 01/01/2023 31/03/2023 372 ESTUDIO 372 31 

18932249 01/04/2023 30/06/2023 354 ESTUDIO 354 29,5 

TOTAL REDENCIÓN 565,5 



 

 

 
JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

 

 

 

y su desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con 

fundamento en lo normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- No se reconoce redención por 42 horas de estudio de la certificación 17583351, 

periodo 06/04/2019 al 30/04/2029 por cuanto la actividad fue calificada como deficiente.  

 

3.3.- En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: : i) 224,5 días en auto del 

14 de mayo de 2013, ii) 4 meses 24 días en auto del 22 de diciembre de 2014, iii) 1 mes     

2 días en auto del 10 de noviembre de 2015, iv) 13 meses 9,5 días en interlocutorio del 

26 de junio de 2017, v) 13 días en interlocutorio del 24 de julio de 2018; vi) 1 mes 1 día 

en auto del 25 de septiembre de 2018 , vii) 2 meses 1,5 días en decisión del 21 de marzo 

de 2019 y, viii) 18 meses 25,5 días reconocidos en el presente auto, para un total 

descontado hasta la fecha de 49 meses 1 día en redenciones. 

 

3.4. El justiciado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 15 de agosto 

de 20084, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 185 meses 29 días. 

 

3.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas 

– el rematado ha descontado la cantidad de 235 meses. 

 

4.- PRISION DOMICILIARIA 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con 

el artículo 38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 

residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran 

los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, 

excepto en los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos 

eventos en que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho 

internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento 

forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; tráfico de 

migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; 

concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de funciones 

públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 

organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 

financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 

fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 

                                                 
4 Folio 82 cuaderno 2) 
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Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

 

 

 

armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los 

contemplados en el artículo 375 y el inciso 2o del artículo 376 del presente código…” 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 

1709 de 2014, a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al 

juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba 

allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante 

caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin 

autorización, previa del funcionario judicial; b) Que dentro del término que fije el juez sean 

reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe asegurarse 

mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que 

demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el 

cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia 

de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. 

Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la 

sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión 

domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad…” 

 

4.2.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena 

se tiene que el sentenciado ha descontado, sumado el tiempo en privación física de la 

libertad y las redenciones de penas, un total de 235 meses, como ya se explicó, monto 

que a la luz de la norma permiten afirmar que ya cumplió con el requisito objetivo de 

ejecutar la mitad de la pena impuesta, pues si la misma fue de 444 meses 13 días5, la 

mitad de esta sería 222 meses 8 días.  

 

4.3.- Los delitos cometidos por Restrepo Duran, esto es HOMICIDO AGRAVADO, 

HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO y PORTE DE ARMAS DE FUEGO, no se 

encuentran dentro de las prohibiciones para la concesión del beneficio previsto en el art. 

38G del C. Penal. 

 

4.4.-Sin embargo, se echa de menos el cumplimiento del requisito previsto en el numeral 

3 del art. 38B del C. penal, esto es, “Que se demuestre el arraigo familiar y social del 

condenado”.  Con las solicitudes de prisión domiciliaria el penado no allegó ninguna 

prueba sobre el citado requisito. 

 

                                                 
5 Su equivalente es igual a 37 años 13 días 
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4.5.- En lo que respecta al arraigo, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia 

Ordinaria ha establecido que supone “La existencia de un vínculo del procesado con el lugar 

donde reside, lo cual se acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una 

residencia fija y estable, vivir en ella junto con la familia y estar presto a atender el requerimiento 

de las autoridades…"6,  

 

Concepto que reiteró y aclaró para el especifico tema que se debate, en los siguientes 

términos: 

 

“…se relaciona con el vínculo -en este caso del sentenciado-, con el lugar donde reside o residirá, 

y no de la zozobra e intranquilidad de la comunidad o, de la amenaza que constituye para la 

sociedad el otorgamiento del subrogado penal de la prisión domiciliaria, categorías distintas al 

actual instituto jurídico en estudio (establecido en los artículos 38B y 38G del CP) y que más bien 

se inscriben en el modificado artículo 38 (antes de la reforma introducida por la Ley 1709 de 2014) 

del mismo estatuto sustantivo de las penas, como quiera que allí sí se decía: "que el desempeño 

personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al juez deducir seria, fundada y 

motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de 

la pena…"7. 

 

4.6.- Corolario de lo anterior, este despacho negará la prisión domiciliaria a EIFER 

RESTREPO DURÁN, conforme las motivaciones que se dejaron expuestas en 

precedencia.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECONOCER al interno a EIFER RESTREPO DURÁN, como redención de 

pena quinientos sesenta y cinco punto cinco (565.5) días, esto es, 18 meses 25,5 días,  

por las actividades realizadas durante la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que EIFER RESTREPO DURÁN ha cumplido una penalidad 

de DOSCIENTOS TREINTA Y CINCO MESES (235 meses) DE PRISIÓN, sumando el 

tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

                                                 
6 Sentencia del 25 de mayo de 2015. Rad. 29581 (SP6348-2015) 
7 Sentencia del 23 de agosto de 2017. Rad. 93423 (STP13145-2017) 



 

 

 
JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

 

 

 

TERCERO: NEGAR al sentenciado EIFER RESTREPO DURÁN la PRISIÓN 

DOMICILIARIA de conformidad del artículo 38G de la ley 599 de 2000, por las razones 

expuestas en la parte motiva.  

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos 

ordinarios de Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 

 





























































 

NI 30219 RAD 680016000000202100327 
Condenado: Carlos Andrés Fuentes Ramírez 
Delito: F, T o P de Estupefacientes 
Auto: Redención de pena y Libertad Condicional 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Bucaramanga, veinte (20) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO REDENCIÓN DE PENA  

R ADIC ADO NI  30219  

(CUI  680016000000202100327 )  

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO   

SENTENCI ADO ( A)  CARLOS ANDRES FUENTES 

RAMIREZ  

CEDUL A 1.098.718.756  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRON 

BIEN JURIDICO  SALUD PUBLI CA  LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver solicitud de redención de pena y libertad condicional de CARLOS ANDRÉS FUENTES 

RAMÍREZ identificado con C.C. 1.098.718.756, privado de la libertad en el CPAMS GIRON. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- CARLOS ANDRÉS FUENTES RAMÍREZ, cumple una pena de 56 meses de prisión, en virtud 

de la sentencia condenatoria proferida en su contra el 20 de enero de 2022, por el Juzgado Quinto 

Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como autor del delito de 

fabricación, tráfico o porte de estupefacientes agravado en concurso homogéneo y sucesivo, por 

hechos acaecidos el 12 y 15 de mayo de 2021. RAD. 680016000000202100327 NI 30219. 

 

2.- El 11 de julio de 2023 el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232. 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

3.1 Para efectos de redención de pena se allega el siguiente cómputo: 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

                                                 
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18697265 10/05/2022 31/10/2022 708 ESTUDIO 708 59 

19106808 01/11/2023 31/12/2023 186 ESTUDIO 186 15,5 

TOTAL REDENCIÓN 74.5 



 

NI 30219 RAD 680016000000202100327 
Condenado: Carlos Andrés Fuentes Ramírez 
Delito: F, T o P de Estupefacientes 
Auto: Redención de pena y Libertad Condicional 
 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 24/02/2022 a 31/12/2023 BUENA 

 

3.1.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al sentenciado 

74,5 días (2 meses 14 .5 días) de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo 

que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado buena y su desempeño como 

sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo normado en los 

artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 24 de junio de 2021, 

por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 31 meses 26 días. 

 

3.3.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las siguientes redenciones: (i) 2 meses 

20.5 días el 3 de noviembre de 2023; (ii) 1 mes 10.5 días el 13 de febrero de 2024 y; (iv) 2 meses 

14.5 días en este auto, el sentenciado ha descontado la cantidad de 6 meses 15.5 días. 

 

3.4.- Sumado el tiempo físico y las redenciones concedidas, arroja un total de 38 meses 11.5 

días de pena cumplida a la fecha.  

  

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA: 

 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al PL CARLOS ANDRÉS FUENTES RAMÍREZ como redención de 

pena DOS MESES CATORCE PUNTO CINCO DÍAS (2 meses 14.5 días), por las actividades 

realizadas al interior del penal. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha el condenado CARLOS ANDRÉS FUENTES RAMÍREZ 

ha cumplido una pena de TREINTA Y OCHO MESES ONCE PUNTO CINCO DÍAS (38 meses 

11.5 días), teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de pena reconocidas.  

 

TERCERO: ENTERAR a las partes que contra la presente decisión proceden los recursos de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez. 



 

 
NI .  30219 (RAD:  680016000000202100327 )  
C/ :  Jhon Mar io  Tasco Es tup iñán  
D/ :  Tra f i co ,  fabr icac ión o  por te  de es tupefac ientes  
A / :  Pr is ión dom ic i l ia r i a  y  l i ber t ad cond ic iona l  
Ley 906 de 2004.  

 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander  
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y  
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 

Bucaramanga, veinte (20) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO PRISION DOMICILIARIA Y L IBERTAD CONDICIONAL   

R ADIC ADO NI  30219  

(CUI  680016000000202100327 )  

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO   

SENTENCI ADO ( A)  JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN  CEDUL A 1.095.836.714  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

BIEN JURIDICO  SALUD PUBLI CA  LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de prisión domiciliaria y libertad condicional deprecada a favor de JHON 

MARIO TASCO ESTUPIÑAN con CC 1.095.836.714, privado de la libertad en el CPAMS GIRÓN.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN, cumple una pena de 58 meses de prisión, en virtud de 

la sentencia condenatoria proferida en su contra el 20 de enero de 2022, por el Juzgado Quinto 

Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como autor del delito de 

tráfico, fabricación o porte de estupefacientes agravado. Rad. 6800160000000202100327. 

 

2.- El 11 de julio de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 2023. 

 

3.- El PL se encuentra privado de la libertad por cuenta de este proceso desde el 24 de junio de 

2021, para un total físico redimido de 31 meses 28 días. 

 

3.1- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención reconocida de: (i) 2 meses 

18.5 días el 11 de julio de 2023- el rematado ha descontado la cantidad de 34 meses 16,5 días. 

 

4 DE LA PRISION DOMICILIARIA: 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por 

alguno de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición 

forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad 
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para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y 

formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación 

y abuso de funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de 

delincuencia organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia 

organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 

terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 

armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 

en el artículo 375 y el inciso 2o del artículo 376 del presente código…” (negrilla y subraya del juzgado) 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 

2014, a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la 

actuación la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 

de las siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de 

la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la 

víctima, salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile 

el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

4.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo 

siguiente: 

 

4.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto 

es, 58 meses, y a la fecha ha descontado entre detención física y redenciones de pena un tiempo 

equivalente a 34 meses 16.5 días, monto que a la luz de la norma permite afirmar que ha 

cumplido con este requisito objetivo. 

4.2.2.- Sin embargo, el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes agravado en 

concurso homogéneo y sucesivo, previsto en el artículo 384 Numeral uno Literal B del Código 

Penal, fue uno por los cuales se condenó  a TASCO ESTUPIÑAN el 20 de enero de 2022, por el 

Juzgado Quinto Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga y dicho delito 

se encuentra dentro de los señalados en el Título II del C. Penal, esto es,  “delitos relacionados 

con el tráfico de estupefacientes” que se encuentra dentro de las exclusiones previstas en el artículo 

38G del Código Penal para la concesión de la prisión domiciliaria. 

4.2.3. Por lo anterior, frente a la prohibición legal, se releva el Despacho del estudio de los demás 

requisitos previstos en el artículo 38G. En consecuencia, se negará la prisión domiciliaria 

deprecada a favor de JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN. 
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5 DE LA LIBERTAD CONDICIONAL: 

 

5.1.- Ingresa el expediente al Despacho con memorial presentado por el PL JHON MARIO 

TASCO ESTUPIÑAN, allegado a este Juzgado el 14 de febrero de 2024 mediante el cual envía 

solicitud de la libertad condicional. 

 

5.2.- Conforme lo establece el artículo 471 del CPP la petición de libertad condicional para su 

estudio debe presentarse en los siguientes términos:  

 

“…ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hallare en las circunstancias previstas en el Código 

Penal podrá solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad la libertad condicional, 

acompañando la resolución favorable del consejo de disciplina, o en su defecto del director del respectivo 

establecimiento carcelario, copia de la cartilla biográfica y los demás documentos que prueben los 

requisitos exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres (3) 

días siguientes…” 

 

5.3.- Así las cosas, como quiera que con la petición de libertad condicional solicitada a favor del 

interno no se allegan documentos que permitan a este operador determinar cuál ha sido el 

desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario -Resolución favorable de la 

Institución Penitenciaria -Cartilla biográfica - Certificado de calificación de conducta-, soportes 

todos estos que deben ser emitidos por el establecimiento penitenciario que se encuentra a cargo 

de la vigilancia de la prisión; así como los que den cuenta de su arraigo, habrá de despacharse 

en forma desfavorable su solicitud.  

 
5.4 Ello, si en cuenta se tiene que, al no contar con la documentación necesaria, se imposibilita 

realizar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad que exige la norma frente al comportamiento 

del sentenciado y el cumplimiento de los requisitos que se exigen para acceder a la gracia 

deprecada. 

 

6.  OTRAS DETERMINACIONES 

 

6.1 Por el CSA de estos juzgados se dispone oficiar al CPAMS GIRÓN a efectos de que envíe 

con destino a este Despacho – sin alterar el orden de las demás solicitudes presentadas de forma 

previa por otros sentenciados – certificados de cómputos de tiempo dedicado al estudio, el trabajo 

o la instrucción, actas de consejo de disciplina o calificaciones de conducta, que den cuenta del 

comportamiento del condenado durante el tiempo que se ha encontrado privado de la libertad, 

copia de la cartilla biográfica actualizada, resolución del consejo de disciplina o en su defecto del 

director del respectivo establecimiento carcelario, conceptuando sobre la viabilidad de la libertad 

condicional y certificado de conducta; lo anterior de conformidad con el artículo 471 del CPP. 
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6.2 Atendiendo a que el aquí sentenciado JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN solicita se le 

conceda la redención de pena de los periodos pertenecientes al año 2023 que no han sido 

remitidos a este despacho para su respectivo estudio, se dispone OFICIAR a través del CSA a 

la CPAMS GIRÓN a efectos de que envíe con destino a este Despacho. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR que a la fecha el condenado JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN ha 

cumplido una pena de TREINTA Y CUATRO MESES DIECISEIS PUNTO CINCO DÍAS (34 

meses 16,5 días), teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de pena reconocidas. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN la PRISION 

DOMICILIARIA, por las razones expuestas en la parte motiva 

 

TERCERO: NEGAR al sentenciado JHON MARIO TASCO ESTUPIÑAN la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva 

 

CUARTO: OFICIAR por el CSA al CPAMS GIRÓN a efectos de que envíe con destino a este 

Despacho – sin alterar el orden de las demás solicitudes presentadas de forma previa por otros 

sentenciados – certificados de cómputos de tiempo dedicado al estudio, el trabajo o la instrucción, 

actas de consejo de disciplina o calificaciones de conducta, que den cuenta del comportamiento 

del condenado durante el tiempo que se ha encontrado privado de la libertad, copia de la cartilla 

biográfica actualizada, resolución del consejo de disciplina o en su defecto del director del 

respectivo establecimiento carcelario, conceptuando sobre la viabilidad de la libertad condicional 

y certificado de conducta; lo anterior de conformidad con el artículo 471 del CPP. 

 

QUINTO: CUMPLIR con lo esbozado en el numeral 6.2 del acápite OTRAS DETERMINACIONES 

de la parte motiva de este auto. 

 

SEXTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 
Juez 
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Bucaramanga, veinte (20) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO REDENCION DE PENA Y LIBERTAD CONDICIONAL 

RADICADO NI 30641 
RAD:680776000000200680040 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ CEDULA 7.175.099 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

BIEN JURIDICO  VIDA E INTEGRIDAD Y 

OTRO 

LEY 906 DE 

2004 

X 600 DE 2000  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver las solicitudes de redención de pena y libertad condicional elevada por el 

sentenciado JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ, privado de la libertad en el CPAMS 

GIRÓN.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- El Despacho vigila la pena de 336 meses de prisión impuesta a JUAN GABRIEL PEÑA 

GONZÁLEZ mediante sentencia proferida el 1 de agosto de 2006 por el juzgado segundo 

penal del circuito con funciones de conocimiento de Vélez, como autor del delito de homicidio 

agravado en concurso con homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico, porte o 

tenencia de armas de fuego, partes o municiones, por hechos cometidos el 30 de marzo de 

2006. rad 680776000000200680040 ni 30641.  

 

2.- El pasado 20 de abril de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 

y CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232. 

 

3.- REDENCIÓN DE PENA: 

 

3.1 Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

 

Certificados de calificación de conducta 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

19035722 01/07/2023 31/08/2023 240 ESTUDIO 240 20 

19111928 01/09/2023 31/12/2023 378 ESTUDIO 378 31.5 

TOTAL REDENCIÓN 51.5 
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3.2.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al 

sentenciado 51.5 días (1 meses 21.5 días) de redención por las actividades realizadas en el 

penal; atendiendo que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado ejemplar y su 

desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento 

en lo normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.3.- El condenado cuenta con una detención inicial de 106 meses 6 días puesto que estuvo 

privado de la libertad del 31 de marzo de 2006 al 6 de febrero de 20153; posteriormente, fue 

capturado el 14 de febrero de 20184 por lo que a la fecha debe sumarse un término adicional 

de 71 meses 29 días; lo cual arroja un tiempo físico descontado por cuenta de este proceso 

de 178 meses 5 días. 

 

3.4 Adicional a lo anterior, por las actividades de enseñanza, trabajo o estudio al interior del 

panóptico al sentenciado se le reconocieron en diferentes autos los siguientes periodos: (i) 

236 días el 3 de enero de 2011, (ii) 49 días el 19 de abril de 2011, (iii) 48 días el 18 de 

octubre de 2011, (iv) 163 días el 14 de marzo de 2012, (v) 132,5 días el 14 de febrero de 

2013; (vi) 52 días el 23 de julio de 2013, (vii) 2 meses 19,5 días el 15 de mayo de 2013, (viii) 

31 días el 29 de agosto de 2014, (ix) 2 meses 2 días el 29 de julio de 2015; (x) 3 meses 9 

días el 5 de febrero de 2019, (xi) 30 días el 31 de octubre de 2019, (xii) 130 días el 5 de 

febrero de 2020, (xiii) 130 días el 3 de septiembre de 2020, (xiv) 229 días el 22 de marzo de 

2022, (xv) 67 días el 18 de agosto de 2022, (xvi) 90 días el 27 de junio de 2023 y, (xvii) 29.5 

días 26 el 26 octubre 2023 y; (xviii) 51.5 días en auto de la fecha; para un total descontado 

hasta la fecha de 56 meses 29 días. 

 

3.5 Así las cosas- sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas- el PL ha 

descontado la cantidad de 235 meses 11 días. 

 

4.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL  

 

4.1.- Se solicita la libertad condicional del enjuiciado acompañada de los siguientes 

documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificado de conducta, y; (iii) Resolución N° 421 142 

del 30 de enero de 2024. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente 

a la libertad condicional, ahora bien, como quiera que los hechos datan del 2006, fecha para 

la cual no se encontraba prevista la modificación normativa introducida por el artículo 30 de 

la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de la ley 599 de 2000, debe definirse que 

norma se aplicará en el caso concreto, así: 

                                                           
3 Fecha en la que debía regresar del permiso administrativo de hasta 72 horas y no lo hizo. 
4  
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4.2.1.- Para el 2006, estaba vigente la ley 599 de 2000 con la modificación introducida por 

la ley 890 de 2004 -, allí se disponía que podía concederse la libertad condicional al 

ajusticiado a pena privativa de la libertad, siempre y cuando cumpliera los siguientes 

requisitos: 1) previa valoración de la gravedad de la conducta punible, 2) cuando haya 

cumplido las dos terceras partes de la pena y, 3) su buena conducta durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 

necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso, la concesión estaba 

supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima. 

 

4.2.2.- La Ley 1453 de 2011, modificó la Ley 890 de 2004 y, a su vez, el artículo 64 de la ley 

599 de 2000, en aquella normativa se consagró que el juez podrá conceder la libertad 

condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de 

la conducta punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su buena 

conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 

fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso, 

su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima o se 

asegure el pago de ambas mediante garantía personal, prendaria, bancaria o mediante 

acuerdo de pago. 

 

4.2.3.- Ahora bien el instituto jurídico en estudio, previsto en el artículo 30 de la ley 1709 de 

2014, que modificó el artículo 64 de la ley 599 de 2000, estableció la procedencia del mismo; 

previa valoración de la gravedad de la conducta punible y el cumplimiento de los siguientes 

requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, (ii) que su adecuado 

desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión 

permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la 

pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se 

asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo 

de pago, salvo se demuestre insolvencia económica. 

 

4.2.4.- Sin mayores elucubraciones resulta fácil concluir que la norma más favorable a los 

intereses del penado, de conformidad con el tránsito legislativo expuesto, que contemplo el 

mismo instituto jurídico bajo presupuestos disimiles, es el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, 

que modificó el artículo 64 de la ley 599 de 2000, toda vez que con anterioridad a la vigencia 

de la misma se exigía el cumplimiento objetivo de un moto mayor de pena - 2/3 partes ahora 

3/5 -, además de la valoración de la conducta punible, el pago de la multa, entre otros. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 
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“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña 

que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por 

fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la 

conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez 

de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en 

el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su 

caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 

numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 

penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la 

enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad 

rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a 

máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 

intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 

dinámicas comunitarias…”5 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que PEÑA GONZÁLEZ purga una pena de 336 meses de prisión, por lo que 

las 3/5 partes equivalen a 201 meses 18 días, quantum ya superado, dado que a la fecha 

ha descontado 235 meses 11 días sumado el tiempo físico y las redenciones concedidas, 

es decir, que en la actualidad ha cumplido el 70% de la pena impuesta  

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 421 142 del 30 de 

enero de 2024 expedida por el Consejo de Disciplina del CPAMS GIRÓN, en el que se emitió 

concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado, de igual forma, se 

allegó la certificación de conducta del interno entre el 16/02/2018 y el 31/12/2023 en el que 

se destaca su ejemplar comportamiento, adicionalmente, en la cartilla biográfica del mismo 

se registra el incumplimiento del permiso administrativo de hasta 72 horas y la consecuente 

cancelación del mismo de forma definitiva ante el incumplimiento, también se relaciona que 

se encuentra en fase de confianza desde el 30 de noviembre de 2023, además, al interior 

del panóptico se formó como bachiller y tecnólogo, también realizó distintos cursos de 

formación como el programada cadena de vida entre otros. 

 

4.6 La finalidad de la gracia descrita, atiende la posibilidad de resocialización o 

reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas 

de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento punitivo, desde 

esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición de esta, 

dado que lo que se pretende con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar 

                                                           
5 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 
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en fin resocializador de la pena, que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado 

de recuperar su libertad y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

4.7.- También es cierto que la legislación es clara y, en específico, el artículo 150 de la ley 

65 de 1993 prevé que el penado que incumpla las obligaciones previstas en el programa de 

institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatorias, se le revocará el 

beneficio y deberá cumplir el resto de condena sin derecho a la libertad condicional y, 

precisamente, lo anterior se perfecciona en el caso en concreto, en tanto que a PEÑA 

GONZALEZ se le revocó el permiso de 72 horas porque no regresó al penal y, tan solo pudo 

ser capturado 3 años después, lo que resulta suficiente para entender que debe continuar 

en tratamiento intramural, sin embargo, el tratamiento penitenciario actual del que se deriva 

el ejemplar comportamiento del PL desde hace más de cinco (5) años permite analizar el 

caso desde la óptica del principio de progresividad para entender superado este presupuesto 

así: 

 

4.7.1 Incontrarrestable el hecho del incumplimiento por parte de PEÑA GONZALEZ sobre 

el permiso de 72 horas para ausentarse del penal, la necesidad de la posterior orden de 

captura y su materialización; no obstante, durante el considerable periodo en libertad no se 

le reprocha vinculación con delito alguno.  

 

4.7.2 Fue precisamente el incumplimiento del permiso referido, lo que generó que perdiera 

el beneficio y debiera regresara al establecimiento para continuar con el tratamiento 

intramural, desde esa época a la actualidad han transcurrido 6 años, en el que el ajusticiado 

se viene encargando de demostrar un avance significativo en su resocialización, pues su 

calificación de conducta y comportamiento dentro del panóptico lo demuestran, de lo que 

puede concluirse que se preocupó por enmendar su equivocado camino. 

 

4.7.3 del análisis de su cartilla biográfica se puede resaltar que el comportamiento del 

ajusticiado viene siendo EJEMPLAR, conducta que ha mantenido durante más de 5 años 

consecutivos, con ello demuestra que ha interiorizado su falta y ha puesto todo de su parte 

para dar vuelta a la situación que lo puso nuevamente tras las rejas, tratando de acreditar 

con su comportamiento que puede regresar al seno de la sociedad, labor en la que persiste 

a pesar de las diferentes negativas sobre el beneficio que depreca,  

 

4.7.4.- Adicionalmente,  ha sido constante en las labores de redención de pena que se llevan 

a cabo dentro del panóptico, preparándose de la mejor forma para regresar al seno de la 

sociedad, sin desfallecer en su anhelo de enmienda y progreso, a lo que suma que estando 

privado de su libertad se graduó de bachiller y tecnólogo, además, tiene varios cursos en 

Excel y el programa de sistemas certificados que fueron adjuntados a esta foliatura por parte 

de la defensa del PL, por último, PEÑA GONZALEZ se certificó en varios cursos de doctrina 
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básica, líder de estudio bíblico, Ministerio continuo, Nuevo Testamento, Iglesia y Ministerio, 

entre otros, que deja en claro que no solo se superó en sus estudios sino que también buscó 

pacificar su comportamiento para continuar el proceso de cambio que emprendió. 

 

4.7.5.- Así las cosas, desde la óptica del principio de progresividad en el tratamiento 

penitenciario., fin último del mismo, si bien es innegable que el ajusticiado tuvo un bache que 

generó su internamiento en el panóptico, no es menos cierto que a partir de su reingreso 

hace 6 años se ha preocupado por aprovechar cada una de las oportunidades de 

resocialización que se le han brindado, ha sido sobresaliente en las actividades y mantuvo 

un ejemplar comportamiento, pese a las distintas negativas que se le han brindado sobre el 

beneficio que depreca que habrían podido generar una actitud contraria, sigue siendo 

persistente en su anhelo de regresar al seno de la comunidad, como una persona 

resocializada distinta desde su perspectiva espiritual y educativa. Así las cosas, por lo 

ampliamente discurrido considera el despacho superado el presupuesto.  

 

4.8.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración 

de la conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la 

necesidad de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el 

establecimiento de reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración al bien 

jurídico de la vida y la seguridad pública, tampoco resulta viable dejar de lado lo decantado 

por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia C-757 de 2014 que declaró exequible la 

expresión contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, a través del cual se adujo que la 

valoración de la conducta punible que debe realizar el juez ejecutor debe sujetarse a las 

circunstancias, elementos y consideraciones dadas por el juez de conocimiento en la 

sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad 

condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de 

penas valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad 

condicional es exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y 

de separación de poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad 

como elemento del debido proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces 

de ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin 

darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma que exige que los jueces de ejecución de 

penas valoren la conducta punible de las personas condenadas a penas privativas de su libertad para 

decidir acerca de su libertad condicional es exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta 

todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia 

condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional…51. 

Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad deben 

aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta punible” 
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contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal 

condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

 

4.9.- Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la 

posibilidad de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una 

infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación en virtud del principio de 

progresividad en el tratamiento punitivo, desde esa óptica la valoración de la conducta no ha 

de ser entendida como la reedición de esta, pues ello supondría juzgar de nuevo lo que en 

su momento definió el funcionario judicial de conocimiento en la fase de imposición de la 

sanción, tampoco implica la consideración de la gravedad en abstracto del ilícito, pues todo 

ello trasegaría contra el principio de la dignidad humana, lo que se pretende con la 

consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en fin resocializador de la pena, 

que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de recuperar su libertad y 

reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

4.10- Siguiendo la línea jurisprudencial trazada, con respecto a la gravedad de la conducta 

en el caso concreto, tenemos que el sentenciado aceptó su responsabilidad por los delitos 

atribuidos vía preacuerdo, reconoció sus faltas y se sometió al poder punitivo del Estado, 

adicionalmente, debe resaltarse el bueno y ejemplar desempeño y comportamiento durante 

el tiempo que ha permanecido privado de la libertad lo cual forjó su proceso de 

resocialización con miras a retornar a la sociedad y serle útil, circunstancias éstas que 

llevaron a que el penal conceptuará favorablemente la concesión del subrogado. 

 

4.11.- En conclusión, se puede afirmar que los principios de la justicia restaurativa vienen 

haciendo efectivos en PEÑA GONZALEZ, pues no sólo aceptó su falta y reconoció el daño 

causado con su actuar, lo cual demuestra que se viene superando, si no también hace 

percibir una actitud de readaptación y enmienda; circunstancias todas que llevan a concluir 

un pronóstico favorable de rehabilitación. 

 

4.10 En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegó (i) 

Certificación expedida por la Presidente de la Junta de Acción Comunal quien manifestó que 

el PL reside en el kilómetro 3 vía Barbosa-Bucaramanga al lado del cementerio por la 

carretera central en la vivienda propiedad de su progenitora y; (ii) Copia de recibo de servicio 

público de la empresa ESSA, en el cual se puede corroborar la dirección, por lo que se 

declara cumplido este requisito. Además de otros documentos acreditando la existencia de 

su domicilio, los cuales viene allegando de antaño a través de las diferentes solicitudes que 

ha elevado. 

 

4.11 En cuanto a la indemnización de los perjuicios causados a la víctima o la garantía del 

pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, 
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salvo se demuestre insolvencia económica, se puede observar de la sentencia de condena 

lo siguiente “el desistimiento del defensor de la única víctima que hizo uso de este ejercicio 

Cecilia Rodríguez en condición de madre del occiso, no fue posible establecer la prueba que 

determinara el quantum de los perjuicios por estos motivos el Despacho le es vedado suplir 

esta tasación cuando no se estableció dentro del trámite para tal fin quedándole a la víctima 

acudir a la justicia civil ordinaria”, por lo que se declara cumplido este requisito al no existir 

incidente de reparación en curso.  

 

4.12 En consecuencia, se concederá la libertad a JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ 

mediante el pago de caución por la suma de dos (2) S.M.L.M.V., que deberá consignar en 

la cuenta de depósitos judiciales Nro. 680012037007 de este juzgado en el Banco Agrario o 

mediante póliza de compañía de seguros y suscribir diligencia de compromiso con las 

obligaciones previstas en el art. 65 del C. Penal. 

 

4.13- El periodo de prueba que deberá cumplir el penado, en la medida que este corresponde 

al tiempo que falte para el cumplimiento de la pena, es de cien meses veintiséis días (100 

meses 19 días). 

 

4.14.- Líbrese ante el CPAMS GIRÓN la respectiva boleta de libertad, en la que se indicará 

que, si el penado es requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición 

de quien así la solicite; precisando que la misma no podrá materializarse hasta tanto no se 

cuente con la diligencia de compromiso debidamente suscrita, de la que logre extraerse sus 

datos legibles. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al interno a JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ, como 

redención de pena UN MES VEINTIUN PUNTO CINCO DÍAS (1 meses 21.5 días) por 

las actividades realizadas durante la privación de su libertad. 

 

 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha el condenado JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ 

ha cumplido una pena de DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS MESES ONCE DIAS (236 meses 

11 días), teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de pena reconocidas. 
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TERCERO: CONCEDER la libertad condicional a JUAN GABRIEL PEÑA GONZALEZ por 

un periodo de prueba de cien meses veintiséis días (100 meses 19 días), previo pago de 

caución prendaria por dos (2) S.M.L.M.V., que deberá consignar en la cuenta de depósitos 

judiciales Nro. 680012037007 de este juzgado en el Banco Agrario o mediante póliza de 

compañía de seguros y suscripción de diligencia de compromiso con las obligaciones 

previstas en el art. 65 del C. Penal. 

 

CUARTO: LÍBRESE la respectiva boleta de libertad para ante el CPAMS GIRÓN, una vez 

el sentenciado cumpla con las obligaciones a su cargo, en la que se indicará que, si se 

encuentra requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien 

así lo solicite 

 

QUINTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios 

de Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 

 









 
 

  

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA  

 

Bucaramanga, veinte (20) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO Libertad pena cumplida  

RADICADO 

NI. 37853 
CUI 68432610000020220000100 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) Gerson Diomedes Méndez Rincón CÉDULA 30.092.853 de Venezuela 

CENTRO DE RECLUSIÓN CPMS BUCARAMANGA ERE 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA 

vereda Chiratoca, finca Chapinero lote 1, Guaca-Santander. 

 
 

BIEN JURIDICO Salud pública LEY906/2004 x LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver sobre libertad por pena cumplida a GERSON DIOMEDES MENDEZ RINCON 

identificado con cédula N° 30.092.853 expedida en Venezuela, quien se encuentra privado de la 

libertad en su domicilio ubicado en la vereda Chiratoca, finca Chapinero lote 1, Guaca-Santander. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- El despacho vigila la pena de 32 meses de prisión y multa de 1 SMLMV impuesta a GERSON 

DIOMEDES MENDEZ RINCON, en sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de 

Málaga-Santander el 12 de septiembre de 2022, que lo declaró responsable del delito de Tráfico, 

Fabricación o Porte de Estupefacientes, por hechos ocurridos los días 8 y 12 de agosto de 2021. 

Se negó la suspensión condicional de l a ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. 

 

2.-El 23 de mayo de 2023 el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232, conforme remisión que efectuara el Juzgado Quinto homólogo de esta 

ciudad.  

 

3.- DE LA REVOCATORIA DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA  

 

Este Despacho, en proveído del 31 de agosto de 2023 inició trámite previsto en el art. 477 del C. 

P. Penal por transgresiones del penado a sus obligaciones en prisión domiciliaria, reportadas por 

el INPEC.  El sentenciado, mediante correo electrónico enviados el 17 de octubre informó: “me 

entere de posible revocatoria de la prisión domiciliaria por trasgresiones por que me traslade de 

la dirección donde me encontraba ubicado para informar que me toco dejar el domicilio donde me 

                                                           
1 Consejo Superior de la Judicatura  
2 Consejo seccional de la Judicatura  



 
 

  

encontraba por que a mi hermano le pidieron el apartamento”. El día 31 del mismo mes, amplió 

sus exculpaciones afirmando que se vio obligado a cambiarse de residencia donde se encontraba 

cumpliendo prisión domiciliaria, debido a que se trataba de un apartamento rentado por su 

hermano José Santiago Rincón a quien le pidieron el inmueble y se fue a vivir con la novia. Como 

no tiene más familiares en Bucaramanga, “ni un peso para comer” se fue a casa de su hermana 

ubicada en Guaca, Santander, vereda Chiratoca, finca chapinero lote 1. 

 

Con posterioridad al inicio del trámite mencionado, se reportaron nuevas novedades de parte del 

INPEC mediante informes enviados por correo electrónico el 30 de octubre, 29 de noviembre y 

1° de diciembre de 2023, refiriendo en todas ella como lugar de prisión domiciliaria la cra 5w #39-

38 torre 22 apto 4130 reserva la inmaculada fase 2 Bucaramanga. 

 
Sería del caso pronunciarse acerca de la revocatoria de la prisión domiciliaria o ampliación del 

trámite conforme al art. 477 de la ley 906 de 2004, si no fuere porque se advierte que a la fecha, 

el ajusticiado se encuentra ad portas de ejecutar la totalidad de la pena impuesta, conforme se 

expondrá en líneas posteriores, por lo que no queda otro camino que cerrar el trámite aludido, 

máxime si tenemos en cuenta las exculpaciones presentadas por el penado cuando aduce que 

su hermano debió entregar el apartamento que tenia rentado y por eso él debió acudir a una 

hermana en el municipio de Guaca, lo cual forzó su salida del lugar donde cumplía la prisión 

domiciliaria puesto que no tiene otros familiares en esta ciudad, siendo que carece de dinero para 

su alimentación. Señaló que estuvo cumpliendo con sus obligaciones y señala “yo se que no hice 

las cosas como eran mandando una notificación avisando y por favor por el amor a Dios demen 

una oportunidad me comprometo hacer las cosas bien de aquí para adelante”. Así que, como 

quiera que Gerson Diomedes se encuentra cerca de cumplir la totalidad de la pena, resulta 

inviable rehacer el trámite con las nuevas novedades reportadas por el INPEC, más aún cuando 

el cambio de residencia del ajusticiado explica las mismas en la medida que no se comunicó a 

las autoridades carcelarias la nueva dirección en la vereda Chiratoca, finca Chapinero lote 1, 

Guaca-Santander. 

 

4. DE LA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA. 

 

4.1. Gerson Diomedes Méndez Rincón está privado de la libertad por cuenta de este proceso 

desde el 28 de octubre de 2021, por lo que a la fecha ha descontado en privación física de la 

libertad 27 meses 23 días. 

 

4.2. El 25 de enero de 2023, el Juzgado Quinto homólogo de esta ciudad reconoció redención de 

pena de 111,75 días por actividades desarrollas en prisión.  

 

4.3. Sumado el tiempo en privación física de la libertad y la mencionada redención concedida, el 

sentenciado a redimido un total de 31 meses 14,75 días, restándole 15,25 días para el 

cumplimiento total de la sanción punitiva impuesta.  



 
 

  

 

4.2. En consecuencia, se decreta a favor de Gerson Diomedes Méndez Rincón la LIBERTAD 

POR PENA CUMPLIDA POR RAZÓN DEL PRESENTE PROCESO a partir del 7 de marzo de 

2024. Se les advierte a las directivas del CPMS BUCARAMANA ERE que deben verificar si el 

condenado tiene requerimientos pendientes de alguna otra autoridad, pues de ser así deberán 

dejarlo a su disposición. Se dispone librar la respectiva boleta de libertad para materializar la 

orden dada. 

 

4.3.- En punto de la pena accesoria, el art 53 del C.P. establece: 

 

“CUMPLIMIENTO DE LAS PENAS ACCESORIAS. Las penas privativas de otros 

derechos concurrentes con una privativa de la libertad, se aplicarán y ejecutarán simultáneamente 

con ésta. A su cumplimiento, el Juez oficiosamente dará la información respectiva a la autoridad 

correspondiente…” 

 

Como consecuencia declárese extinguida la pena principal de prisión y accesoria impuesta en 

contra del ajusticiado y dese cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 476 de la Ley 906 de 2004, 

enviando las respectivas comunicaciones sobre lo aquí resuelto a las mismas autoridades a las 

que se les informó cuando se profirió la sentencia, incluyendo a la Registraduría Nacional del 

Estado Civil y la Procuraduría General de la Nación. 

 

4.4.- A la ejecutoria de esta decisión, se ordena al CSA proceda a realizar la operación dentro del 

sistema de gestión judicial para el ocultamiento de los datos personales de la sentenciada 

disponibles al público en los sistemas de consulta de la Rama Judicial. Lo anterior fundamentado 

entre otras en las decisiones CSJ AP5699-2022 y STP15371-2021; y remítanse las diligencias al 

Juzgado de origen para su archivo definitivo. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO:  DECLARAR que a la fecha GERSON DIOMEDES MENDEZ RINCON identificado 

con cédula N° 30.092.853 expedida en Venezuela, ha ejecutado 31 meses y 14.75 días de la 

pena de prisión impuesta 

 

SEGUNDO:  DECRETAR la LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA a GERSON DIOMEDES 

MENDEZ RINCON identificado con cédula N° 30.092.853 expedida en Venezuela, a partir del 7 

de marzo de 2024. 

 



 
 

  

TERCERO:  LIBRAR ante la dirección del CPMS BUCARAMANGA ERE la correspondiente 

BOLETA DE LIBERTAD INCONDICIONAL POR PENA CUMPLIDA a partir del 7 de marzo de 

2024 en favor de GERSON DIOMEDES MENDEZ RINCON identificado con cédula N° 

30.092.853 expedida en Venezuela, indicando que deben verificar si tiene requerimientos 

pendientes de alguna autoridad, pues de ser así deberán dejarlo a su disposición  

 

CUARTO.- DECLARAR extinguida la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de 

derechos y funciones públicas impuesta al sentenciado, por las razones expuestas en la parte 

motiva. 

 

QUINTO.- DESE cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 476 de la Ley 906 de 2004, enviando 

las respectivas comunicaciones sobre lo aquí resuelto a las mismas autoridades a las que se les 

informó cuando se profirió la sentencia, incluyendo la Registraduría Nacional del Estado Civil y la 

Procuraduría General de la Nación. 

  

SEXTO.- DISPONER por conducto del CSA el ocultamiento de los datos personales de la 

sentenciada disponibles al público en los sistemas de consulta de la Rama Judicial, conforme a 

la parte considerativa y remítanse las diligencias al Juzgado de origen para su archivo definitivo. 

 

SÉPTIMO.-  Por secretaría del juzgado realícese la anotación de salida definitiva de un preso, 

bien jurídico de la salud pública, para efectos de estadística.  

 

OCTAVO: CERRAR el trámite de revocatoria de la prisión domiciliaria de conformidad a lo aludido 

en antecedencia. 

 

NOVENO: ENTERAR a las partes que contra la presente decisión proceden los recursos de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 

 













   
 

CONSTANCIA: Al Despacho de la Señora Juez, informe que revisado el 

Sistema Justicia XXI y el SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que 

indique el incumplimiento de los compromisos adquir idos en la di l igencia de 

compromiso durante el per iodo de prueba.  

 Bucaramanga, doce (12) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

 

DIANA CAROLINA ALVARADO MARTÍNEZ 

Sustanciadora  

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS   

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA  

  

Bucaramanga, doce (12) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

ASUNTO  AUTO EXTINCIÓN DE PENA  

RADICADO  NI  32258       CUI  68081-6000-
135-2012-01273-00  

EXPEDIENTE   FÍSICO  x  

ELECTRÓNICO    

SENTENCIADO 
(A)  

DENNIS JOSÉ ARÉVALO 
LOREO 

CEDULA  1.096.217.759  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

 - -  

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA   

 - - -  

BIEN JURÍDICO   VIDA Y SEGURIDAD PÚBLICA  

LEY  906 DE 2004  X 600 DE 2000    1826 DE 2017    

   

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver de of ic io sobre la ext inción de la sanción 

penal impuesta contra el sentenciado DENNIS JOSÉ ARÉVALO LOREO , 

dentro del proceso 68081-6000-135-2012-01273-00 NI. 32258.  

 

ANTECEDENTES  

 

1. Este Juzgado vigila a DENNIS JOSÉ ARÉVALO LOREO la pena de 120 

meses de pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 14 

de jul io de 2014, por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de 

Barrancabermeja, como responsable del del ito  de homicidio en grado de 

tentat iva en concurso heterogéneo con fabricación, tráf ico o porte de armas 

de fuego, accesor ios, partes o municiones . Al sentenciado le fueron negados 

los mecanismos sust itut ivos de la pena de pris ión.  

 

2.     En fase de ejecución de la pena, el Juzgado Segundo de Ejecución de 

Penas y medidas de segur idad de Santa Marta, Magdalena,  le otorgó la 

l ibertad condicional mediante auto del 5 de febrero de 2018, quedando 



   
 

sometido a un periodo a prueba de 46 meses y 7 días, previo pago de 

caución prendar ia por valor de $300.000 y suscripción de di l igencia de 

compromiso, la cual se suscribió el 8 de febrero de 2018, se expidió boleta 

de l ibertad No. 0274 el 8 de febrero de 2018 1.   

 

CONSIDERACIONES 

 

Conforme lo previsto en los artículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional ,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al lí  adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera definit iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el artículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sent ido, se aprecia que el sentenciado DENNIS JOSÉ ARÉVALO 

LOREO le fue otorgado mediante auto del 5 de febrero de 2018 la l ibertad 

condicional,  para tal efecto suscribió dil igencia de compromiso el 8 de 

febrero siguiente, fecha en la que fue expedida la boleta de l ibertad No. 

02742,  donde constan las obligaciones previstas en el artículo 65 del Código 

Penal, quedando sometido a un per iodo de prueba de 46 meses y 7 días, 

plazo que culminó el 12 de dic iembre de 2021. 

 

Sin que obre reporte negat ivo en el el s istema JUSTICIA XXI  o en el SISIPEC 

que indique el incumplimiento de los compromisos al lí  adquir idos. Asimismo, 

se advierte que no obra información en el plenario que haya sido condenado 

al pago de perjuicios.  

 

No obstante,  como quera que en auto del 2 de enero de 2017 el Juzgado 

Segundo Homologo de San Gil,  al momento de otorgar al sentenciado la 

pris ión domicil iar ia hizo alusión a que él mismo fue condenado por este 

concepto, se aclara que en relación a la indemnización de la víct ima, 

aspecto señalado como uno de los compromisos que prevé el artículo 65 del 

 
1 Folio 77  
2 Ibidem  



   
 

Código Penal, considera este Despacho que no puede extenderse 

intemporalmente el cumplimiento del mismo; máxime, cuando dentro de los 

f ines de la pena que se hallan consagrados en el artículo 4 del Código Penal 

– prevención general,  retr ibución justa, prevención especial,  reinserción 

social y protección al condenado-, no se cuenta con hacer efect iva la 

reparación de la víct ima, precisamente porque no puede conv ert irse la 

sanción penal en el medio para conseguir dicho objet ivo, pronunciándose de 

esta manera la H. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala 

Segunda de decisión de Tutelas en providencia de fecha 4 de febrero de 

2016, M.P. José Luis Barceló Camacho, radicado STP 1013 de 2016, así:   

 

“La revocatoria del subrogado no es un medio de compeler al 

condenado a pagar la indemnización porque, como se anotó, ni  la pena 

ni su ejecución t ienen por f in hacer efect iva la reparación a la víct ima, 

quien pueda exigir la coactivamente ante la jur isdicción civ il.  Dist into 

es que, con independencia de el lo, se vincule al factor operacional de 

la pena como condición para la suspensión de su ejecución”.  

 

Tampoco puede dejarse de lado, lo expresado por la H. Corte Suprema de 

Justic ia en sentencia T 69551 del 1° de octubre de 2013, en lo que respecta 

que la ver if icación del cumplimiento de las obligaciones a las que se 

comprometió el condenado precluyen cuando fenece el término concedido 

en el periodo de prueba, a saber:    

 

“ tal act iv idad de vigi lancia y control del cumplimiento de las 

obl igaciones del condenado que disfruta de l ibertad condicional,  

t ienen como término máximo el del periodo de prueba; de mane ra que 

con dicho límite temporal precluye cualquier posibi l idad para ocuparse 

de un eventual incumplimiento”.  

 

Por su parte, es indispensable resaltar que una persona condenada y con 

benef ic io de l ibertad condicional debe estar sometido a una verif icación del 

cumplimiento de sus obl igaciones dentro del per iodo comprendido para tal 

efecto, que en el caso de marras, sería de 46 meses y 7 días, sin embargo, 

al no haberse ver if icado dicha situación dentro del lapso arr iba mencionado, 

las obl igaciones del sentenciado no pueden extenderse en el t iempo 

indefinidamente, dado que se contraría el derecho a la dignidad humana y 

al principio pro-homine ante la imper iosa necesidad de resolver su situación 

jurídica, máxime, cuando se encuentra en vi lo el goce efect ivo a la l ibertad 

personal, el cual,  se insiste, no puede estar supeditado al pago de una suma 

de dinero de manera intemporal.   

 



   
 

Si bien es cierto no se pueden desconocerse los derechos que le asisten a 

las víct imas, tampoco puede dejarse de un lado el desinterés que esta 

mostró para que se dé cumplimiento a lo ordenado en la sentencia de 

incidente de reparación integral,  situación ésta por la que no se ha dado 

apertura al trámite del artículo 477 del Código de Procedimiento penal, ante 

la ausencia de información de quien t iene interés para hacer lo de reclamar 

el pago de los perjuicios.  

 

Al respecto la Sala Penal del H. Tr ibunal Superior del Distr ito Judicial de 

Bucaramanga, en providencia del 26 de junio de 2018 M.P. Dr. Luis 

Fernando Casas Miranda, dispuso:  

 

“…para la Sala no son de recibo los argumentos de la representante del 

Ministerio Público, según los cuales los operadores judiciales al declarar la 

ext inción de la condena sin que el sentenciado hubiere resarcido los 

perjuic ios ocasionados con el delito contr ibuyen a la bur la de las vict imas…  

 

…Determinación que no se aprecia desajustada, toda vez que si bien el 

proceso penal es en el marco para concretar y conseguir la reparación de 

los per juicios ocasionados con el del ito,  no es menos ci erto que una vez 

probados los daños y determinado el valor de la compensación económica 

por el juez de conocimiento, es obl igación del afectado recurrir  a la 

jur isdicción civ i l,  a través del proceso ejecutivo, s i no ha caducado la acción, 

sin que por el lo se entiendan conculcados sus derechos o se someta a una 

revict imización, como quiera que el juez penal no posee dichas facultades.”  

 

En virtud de lo anter ior, este Despacho considera que se reúnen todos los 

presupuestos para decretar ext inta la acción penal, s iendo de esa manera 

el deber-ser, proceder a su declaratoria en favor del condenado, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 67 del Código Penal; máxime, 

cuando la víct ima cuenta con la posibi l idad de obtener el pago de los 

perjuic ios ocasionados con el i l íc ito por el cual DENNIS JOSÉ ARÉVALO 

LOREO fue condenado, con la respectiva demanda ejecut iva en la just ic ia 

ordinaria.   

 

Por tal razón y dado que se satisfacen los requisitos legales, se ordena la 

ext inción de la condena de pr is ión. Asimismo, y de conformidad con el 

artículo 53 del Código Penal, se declara legalmente cumplida la pena 

accesor ia de inhabil i tación para el ejerc ic io de derechos y funciones 

públicas, debiendo of iciarse a la Registraduría Nacional del Estado Civil y a 

la Procuraduría General de la Nación, dando informe de la misma.  

 



   
 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar tículo 476 del 

C.P.P. y, una vez en f irme esta decisión, devuélvanse las presentes 

di l igencias al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Barrancabermeja , para 

que proceda a su archivo def init ivo.  

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.  

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garant izar el 

subrogado,  debiendo of ic iarse a los funcionar ios pert inentes si es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autor idad.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,   

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-      DECRETAR  la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL  y 

l iberación definit iva en favor del sentenciado DENNIS JOSÉ ARÉVALO 

LOREO ,  ident if icado con C.C.  1.096.217.759 ,  respecto la sentencia 

condenator ia proferida el 14 de julio de 2014, por el Juzgado Tercero Penal 

del Circuito de Barrancabermeja , como responsable del delito  de homicidio 

en grado de tentat iva en concurso heterogéneo con fabr icación, tráf ico o 

porte de armas de fuego, accesorios, partes o municiones ,  con radicado 

68081-6000-135-2012-01273-00 .-  

 

SEGUNDO.-      DECLARAR  legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el artículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procura duría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-     COMUNICAR  esta decisión a las mismas autoridades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar tículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-       Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para 

garant izar los subrogados,  debiendo of ic iarse a los funcionar ios pert inentes 

si es del caso que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autoridad.  

 

QUINTO.-  Devuélvase el expediente al Juzgado Tercero Penal del 

Circuito de Barrancabermeja  para su archivo definit ivo.  



   
 

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

Juez  

 

 



   
 

CONSTANCIA: Al Despacho de la Señora Juez, informe que revisado el  

Sistema Justicia XXI y el  SISIPEC, no se encontró reporte negativo que 

indique el  incumplimiento de los compromisos adquiridos en la d i l igencia de 

compromiso durante el  periodo de prueba.  

Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil  veinticuatro (2024) 

 

DIANA CAROLINA ALVARADO MARTÍNEZ 

Sustanciadora 

 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS   

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA  

  

Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil  veinticuatro (2024)  

 

ASUNTO  AUTO EXTINCIÓN DE PENA   

RADICADO  NI  39048       CUI  68001-6000-
159-2021-04348  

EXPEDIENTE   FÍSICO  x  

ELECTRÓNICO    

SENTENCIADO 
(A)   

W ILMER FABIÁN PÉREZ 
MONTERO 

CEDULA  31.232.370  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

 - -  

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 - - -  

BIEN JURÍDICO   PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY  906 DE 2004  
 

600 DE 2000    1826 DE 2017   X 

   

ASUNTO 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio sobre la extinción de la sanción 

penal impuesta contra el  sentenciado WILMER FABIÁN PÉREZ MONTERO ,  

dentro del proceso 68001-6000-159-2021-04348 NI. 39048       .  

 

ANTECEDENTES  

 

1.  Este Juzgado vigi la a WILMER FABIÁN PÉREZ MONTERO la pena de 

32 meses de prisión, impuesta mediante sentencia proferida el  14 de octubre 

de 2021 por el  Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones Mixtas de 

Floridablanca, como responsable del del i to de hurto cal i f icado y agravado .  

A la sentenciada le fueron negados los subrogados penales de la  l ibertad 

condicional de la ejecución de la pena y la prisión domici l iaria. 

 

2.     En fase de ejecución de la pena, el  Juzgado Segundo Homólogo de 

San Gi l  le otorgó la l ibertad condicional mediante auto del 9 de diciembre 

de 2022, quedando sometido a un periodo a prueba de 13 meses, previo 

pago de caución prendar ia por valor de $400.000 y suscripción de di l igencia 



   
 

de compromiso, se expidió boleta de l ibertad No. 0186 el  13 de diciembre 

de 2022.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Conforme lo previsto en los artículos 66 y 67 del Código Penal, s i  durante 

el  período de prueba el  condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f i rmada al  momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional , el  Juez que vigi la la condena procederá a revocar el  

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrario,  

de constatar que observó los compromisos al l í  adquiridos, procederá a 

extinguir de manera def ini t iva la condena mediante resolución judicial  que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el  fenómeno de extinción de la sanción 

impuesta, previamente el  funcionario judicial  debe veri f icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el  artículo 65 del  Código Penal a las  

que se encuentra sometido durante el  término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se aprecia que el  sentenciado WILMER FABIÁN PÉREZ 

MONTERO le fue otorgado mediante auto del 9 de diciembre de 2022 la 

l ibertad condicional , para tal  efecto suscribió di l igencia de compromiso el  13 

de diciembre de 2022, y ese mismo día fue expedida la boleta de l ibertad 

No. 0186, donde constan las obl igaciones previstas en el  artículo 65 del  

Código Penal, quedando sometido a un periodo de prueba de 13 meses, 

plazo que culminó el  día de hoy 13 de febrero de 2024. 

 

Sin que obre reporte negativo en el  el  sistema JUSTICIA XXI  o en el  SISIPEC 

que indique el  incumplimiento de los compromisos al l í  adquiridos. Asimismo, 

se advierte que conforme se estableció en la sentencia no fue condenado 

por concepto de perju icios como quiera que los mismos fueron resarcidos al  

indemnizar a la víctima.  

 

Por tal  razón y dado que se satisfacen los requisi tos legales, se ordena la 

extinción de la condena de prisión. Asimismo, y de conformidad con el  

artículo 53 del Código Penal,  se declara legalmente cumplida la pena 

accesoria de inhabi l i tación para el  ejercicio de derechos y funciones 

públ icas, debiendo of iciarse a la Registraduría Nacional del Estado Civi l  y a 

la Procuraduría General de la Nación, dando informe de la misma.  

 



   
 

Comuníquese la decisión a las autoridades de que trata el  artículo 476 del  

C.P.P. y, una vez en f i rme esta decis ión, devuélvanse las presentes 

di l igencias al  Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones Mixtas de 

Floridablanca, para que proceda a su archi vo def ini t ivo.  

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto. 

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar el  

subrogado,  debiendo of iciarse a los funcionarios pertinentes si  es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autoridad.  

 

En méri to de lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO.-      DECRETAR  la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL  y 

l iberación def ini t iva en favor del sentenciado WILMER FABIÁN PÉREZ 

MONTERO ,  identi f icado con C.C.  31.232.370, respecto la sentencia 

condenatoria proferida el  14 de octubre de 2021 por el  Juzgado Segundo 

Penal Municipal con Funciones Mixtas de Floridablanca , como responsable 

del del i to de hurto cal i f icado y agravado , con radicado 68001-6000-159-

2021-04348 . -  

 

 

SEGUNDO.-      DECLARAR  legalmente cumplida la pena accesoria de 

inhabi l i tación para el  ejercicio de derechos y funciones públ icas conforme lo 

previsto en el  art ículo 53 del Código penal.  Para tal  efecto, deberá of iciarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civi l  y la Procura duría General de la 

Nación. 

 

TERCERO.-     COMUNICAR  esta decisión a las mismas autoridades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el  artículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-       Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para 

garantizar los subrogados,  debiendo of iciarse a los funcionarios pertinentes 

si  es del caso que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autoridad.  

 



   
 

QUINTO.-   Devuélvase el  expediente al  Juzgado Segundo Penal 

Municipal con Funciones Mixtas de Floridablanca  para su archivo def ini t ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

Juez  

 

 

 



























































 

 

 

 

Palacio de Justicia “Vicente Azuero Plata”, oficina 338 
Tel.: (7) 6339300│E-mail correspondencia: csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Horario de atención: 8:00 am – 4:00 pm 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCION DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, dos (2) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

ASUNTO REDENCION DE PENA – CONCEDE  

R ADIC ADO NI  15054  (CUI  

68432.60.00.144.2023.00020 .00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  x  

SENTENCI ADO 

( A)  

DARIO ALEXANDER OLAYA CORREA  CEDUL A 1 096 953 386  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

EPMCS MALAGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  FAMILIA  LEY906/2004   LEY 

600/2000  

 LEY 1826/2017  X 

 

ASUNTO 

Resolver sobre  la redención de pena impetrada en favor de DARIO 

ALEXANDER OLAYA CORREA, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 1 096 953 386 .  

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Promiscuo Municipal de Málaga, en sentencia de l 25 de 

abri l de 2023, condenó a DARIO ALEXANDER OLAYA CORREA, a la pena 

principal de 44 MESES DE PRISIÓN e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y 

FUNCIONES PÚBLICAS por el término de la pena de pris ión, como autor 

del delito de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR .  Se le negaron la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena y la pris ión domici l iar ia.   

 

La detención data del 14 de marzo de 2023, por lo que l leva privado 

de a l ibertad 10 MESES 18 DÍAS DE PRISIÓN. Actualmente se halla 

privado de la l ibertad en el Establecimiento Carcelario de Málaga por 

este asunto .  

 

PETICIÓN 

Se al legan documentos para redención de pena con of icio 

2023EE0208847 del 25 de octubre de 2023 1,  contentivos de cert if icados de 

cómputos y cal if icaciones de conducta para reconocimiento de redención 

de pena del enjuic iado, que expidió el EPMSC MÁLAGA. 

                                                           
1 Ingres ado a l  Despacho e l  18 de enero de 2024 .  
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 CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabil idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme  a los   cert if icados de cómputos que remit ió 

el penal, para lo que procede a detal lar los  mismos. En cuanto a  

redención de pena se  avalará :  

CERTIFIC ADO 

No.  

PERIODO  
HOR AS  DÍ AS  

RECONOCIDOS CERTIFIC AD AS  

DESDE H ASTA TR AB AJO   ESTUDIO  ENSEÑ AN TR AB AJO  ESTUDIO  ENSEÑ AN 

18891524  
Abr i l  

2023  
Jun io  2023  444   18   27.75  1 .5   

 

TOTAL    

 

 

29  d ías  

 

 

TOTAL REDIMIDO   

 

29 d ías  

 

 

 

Lo que le redime su dedicación intramural en act ividades de trabajo  

y estudio en 29 DÍAS DE PRISIÓN; siendo la primera redención reconocida 

en este asunto.  

 

Y al revisar la evaluación de la conducta del interno, s e t iene que se 

cal if icó como buena y act ividad sobresal iente, tal y como se plasma en  los 

cert if icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite reconocer la 

redención de pena que se enuncia, en atención a lo normado en el Código 

Penitenciar io y Carcelar io sobre este aspecto .  

 

Así las cosas,  al sumar la detención f ís ica y las  redenciones de pena 

que se reconocieron, se t iene una penal idad cumplida de 11 MESES 17 

DÍAS  DE PRISIÓN.  

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-  OTORGAR a DARIO ALEXANDER OLAYA CORREA, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 1 096 953 386 ,  una 

redención de pena por trabajo  y estudio de  29 DÍAS  DE PRISIÓN,  siendo 

la pr imera redención de pena reconocida.  
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SEGUNDO.- DECLARAR que DARIO ALEXANDER OLAYA CORREA ,  

ha cumplido una penal idad de 11 MESES 17 DIAS DE PRISIÓN ,  al sumar 

la detención f ís ica y la redención  de pena.  

 

TERCERO. - ENTERAR  a las partes que contra la presente decisión 

proceden los recursos de reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ALICIA MARTINEZ ULLOA 

Juez  

J U A N D G C  
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